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D. José Bollaín

Lunes 430 ▪ Poesía ▪ Nº478

Poesía

Poco a poco, muy despacio
sin prisas, pausado, lento,

levantando sol y polvo
va caminando el encierro

camino de cualquier plaza
camino de cualquier pueblo.

Un toro negro zaino
se estremece en sus recuerdos

Al resguardo de unas zarzas
nació una noche de invierno

Los sonidos se callaron
para que hablara el silencio

y fuese cantando al frío,
mientras agujas de hielo
se clavaban en la tierra

y hacían temblar el viento.

El encierro

Oculto bajo su madre
ha tenido el primer sueño:

vio a la luna torear
con un capote pequeño

a una estrella chiquitita
por el redondel del cielo.

Al despertarse asomó
su cabecita sin cuernos

y al descubrir la mentira
lloraron sus ojos negros

Dormido con luz de luna
y con luz de sol despierto
al amparo de su madre

fue creciendo como el tiempo
entre cascos de caballos
y sombreros de vaqueros

y gritos de mayoral

“Estimados lectores, si Lunes 4’30 lleva veintitrés años editándose y distribuyendo asuntos de la práctica 
registral para la ayuda práctica de las oficinas, ha sido a gracias a la generosidad de personas como su Fundador 
Enrique Colomer Sancho y su colaborador especial, que también ha sido Coordinador General de la Revista, 
José Bollaín Gómez. Por ello y por el cariño que les profesamos desde la Revista, publicamos hoy una Poesía 

de Don José Bollaín, cuya lectura esperamos que sea de vuestro agrado. Agradecer a Julio 
Colomer Sancho su colaboración.”
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Lunes 430 ▪ Poesía ▪ Nº478

y cencerros de cabestros
¡ay! Que mayor se sentía

el día del herradero.
Su madre quedó llorando
Y él se marchaba riendo
-feliz, altivo, orgulloso-
entre los demás becerros.
Gotas de sangre caliente

van floreciendo en el suelo;
las riega un hilillo rojo

que desciende por su cuello
desde la oreja cortada

por un cuchillo vaquero.
Esa noche a los pilones
se fue a mirar al espejo
y descubrió con orgullo

como apuntaban sus cuernos

Poco a poco, muy despacio
sin prisas, pausado, lento,

levantando sol y polvo
va caminando el encierro

camino de cualquier plaza
camino de cualquier pueblo.

Sobre caballos cansinos
los vaqueros soñolientos
alternan golpes y voces
entre silencio y bostezos.

Los seis toros obedientes
Van siguiendo a los cabestros.

De pronto todo se mueve
y se ve al toro mas negro

arrancarse sin aviso
entre espigas de centeno:

Ha visto un espantapájaros
con silueta de torero.

Los caballos se encabritan,
se dispersan los cabestros,
se asustan los otros toros

y el mayoral de mal genio
pica espuelas a su jaca
para intentar el rodeo.

Y cuando al fin se consigue
nueva calma en el encierro

la brisa se ha levantado
para recoger del suelo
los harapos destrozados

de un viejo traje campero.

El encierro sigue al paso
sin prisas, pausado, lento

camino de cualquier plaza
camino de cualquier pueblo

Huesca 1 de enero de 1.953
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por Ana Isabel Llosa, Francisco Molina y Fernando Llopis. Registradores de la Propiedad

Lunes 430 ▪ Resoluciones ▪ Nº478

Resoluciones

RDGRN de 10 de 
noviembre de 2009

(BOE 08/01/10)

Sentencia declarativa

 Se presenta en el Registro de la 
Propiedad, testimonio judicial de una 
sentencia en la que se declara la nulidad del 
contrato de compraventa celebrado sobre 
dos fincas registrales y consecuentemente, 
la nulidad de los asientos posteriores que 
traigan causa de aquél en la medida en 
que contradigan el derecho de la actora 
procediéndose a la inscripción del pleno 
dominio a su favor. 
 La Registradora suspende la 
inscripción al considerar que dado que 
se trata de una inscripción primera de 
compraventa, a fin de poder practicar la 
cancelación de la misma y la inscripción 
del dominio de la finca a favor de la 
demandante –al tener ésta naturaleza 
inmatriculadora- será necesario aportar 
todos los documentos necesarios para 
la práctica de dicho asiento, es decir 
expediente de dominio o título público 
de adquisición de las fincas acompañado 
de título previo fehaciente o acta de 
notoriedad en los términos establecidos 
en el artículo 205 de la LH y 298 del RH, 
acompañados en todo caso de certificación 
catastral descriptiva y gráfica. 
 La DG revoca la nota de calificación 
registral y estima el recurso interpuesto 
contra la misma, al considerar que en el 

presente caso no nos encontramos ante un 
supuesto de inmatriculación propiamente 
dicha, sino que se trata de cancelar una 
inmatriculación previa ya practicada y a 
continuación proceder a la inscripción de 
la finca a favor del actor en lo que será 
formalmente una inscripción segunda; 
por todo ello la DG entiende que no será 
necesario el cumplimiento de los requisitos 
previstos para la inmatriculación, pues 
al inscribirse la sentencia no quedará 
desinmatriculada la finca cuya cancelación 
se ordena. Así mismo, la DG en esta 
resolución vuelve a reiterar su doctrina 
acerca de que las sentencias dictadas 
en procedimiento declarativo son título 
inmatriculador, siempre que a las mismas se 
acompañe la correspondiente certificación 
catastral descriptiva y gráfica exigida para 
todo supuesto de inmatriculación desde la 
Ley 13/1996. 

Ana Isabel Llosa

RDGRN de 11 de 
noviembre de 2009

(BOE 08/01/10)

Condición resolutoria

 Se presenta en el Registro 
instancia privada por la que se solicita 
la rectificación de una nota marginal de 
cancelación de condición resolutoria 
en el sentido de declarar subsistente la 
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citada condición resolutoria por haberse 
extendido erróneamente. El Registrador 
suspende el asiento solicitado al considerar 
que la instancia presentada se suscribe 
únicamente por la sociedad A, sociedad 
mercantil que vendió a otra entidad -
sociedad B-  la finca registral en cuestión, 
en una escritura pública de compraventa 
en la que se pactó dicha condición 
resolutoria; y para poder practicar la 
rectificación solicitada será necesario el 
consentimiento de todos los interesados, 
especialmente el de la entidad B –titular 
registral de la finca- o en su defecto 
resolución judicial.     
 La DG estima el recurso interpuesto 
contra la calificación al considerar que en 
el presente caso no nos encontramos ante 
un error de concepto, pues de la escritura 
pública en virtud de la cual se practicó la 
nota marginal de cancelación resulta de 
modo inequívoco que se trataba de un pago 
parcial del precio aplazado –supuesto del 
artículo 58 del RH- y que no se prestaba 
el consentimiento a la cancelación de la 
condición resolutoria, por lo que no existe 
ningún obstáculo para la rectificación 
solicitada a la vista de que se trata de un 
error de concepto padecido en la redacción 
de la nota marginal, y el titular registral ya 
prestó su consentimiento a la condición en 
la escritura de compraventa originaria. 

Ana Isabel Llosa

RDGRN de 12 de 
noviembre de 2009

(BOE 08/01/10)

Medios de pago

 Se presenta en el Registro de la 
Propiedad una escritura de compraventa 
autorizada el día 23 de Enero de 2009, en 

la que se hace constar que, del total precio 
de la venta, parte del mismo fue satisfecho 
en el acto del otorgamiento de la escritura 
en efectivo metálico y el resto del precio 
se dice “serán abonados por la parte 
compradora a la vendedora el día 26 de 
enero de 2009 en la forma que tengan por 
conveniente, sin que puedan precisarla en 
dicho momento”.    
  El Registrador suspende la 
inscripción solicitada al considerar que en 
aplicación de lo dispuesto en los artículos 
21 y 254 de la LH, en el artículo 177 del 
RN y en la Ley de prevención del fraude 
fiscal, será necesaria la identificación de 
los medios de pago empleados por las 
partes respecto de la cantidad pendiente 
de pago al tiempo del otorgamiento. Sin 
embargo la DG revoca la calificación 
registral y estima el recurso interpuesto 
contra la misma, pues los citados preceptos 
exigen la necesidad de hacer constar en la 
escritura los medios empleados respecto 
de los pagos realizados en el momento 
del otorgamiento de la escritura o con 
anterioridad, pero no se refieren en ningún 
caso a los pagos que para satisfacer la parte 
de la prestación dineraria pactada que haya 
sido aplazada, se hayan de realizar en un 
momento posterior al otorgamiento de la 
escritura. 

Ana Isabel Llosa

RDGRN de 16 de 
noviembre de 2009

(BOE 08/01/10)

Inmatriculación: títulos 
instrumentales

 Se presenta en el Registro escritura 
por la que los cónyuges A y B dueños por 
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mitad y pro indiviso de dos fincas que no se 
encuentran inmatriculadas, las aportan a su 
sociedad de gananciales y a continuación 
las agrupan por ser colindantes. Se 
acompaña a la citada escritura como título 
previo fehaciente, a los efectos previstos 
en el artículo 298 del RH y 205 de la LH, 
escritura de liquidación de sociedad de 
gananciales de la que resulta que los citados 
cónyuges, titulares con carácter ganancial 
de las referidas fincas, liquidan la sociedad 
de gananciales existente entre ellos hasta 
dicho momento -por haber pactado en 
capitulaciones matrimoniales el régimen 
de separación de bienes- adjudicando a 
cada uno de ellos una mitad indivisa de las 
mismas. En el presente caso el Registrador 
suspende la inscripción por considerar 
que nos encontramos ante documentos 
elaborados ad hoc con la única finalidad 
de conseguir la inmatriculación de las 
fincas tratándose por tanto de simples 
transmisiones instrumentales, por lo que 
no se cumplen los requisitos de los citados 
artículos 205 de la LH y 298 del RH. La 
DG confirma la calificación registral y 
desestima el recurso interpuesto contra la 
misma.  

Ana Isabel Llosa

RDGRN 14 de 
noviembre de 2009

(BOE 08/01/10)

Elevación a público de acuerdos 
sociales

Mediante escritura pública se elevan a 
público los acuerdos sociales adoptados 
por la Junta General de una sociedad de 
responsabilidad limitada, relativos a la 

adaptación de sus estatutos sociales a la 
Ley de Sociedades Civiles Profesionales 
y reelección de administradores de dicha 
sociedad. Según la nueva redacción 
de los estatutos sociales, en uno de 
sus artículos se dispone que: “para ser 
nombrado administrador no será necesaria 
la condición de socio, sin perjuicio de 
lo establecido respecto de los socios 
profesionales”, y en otro de ellos se dispone 
que: “en todo caso las tres cuartas partes 
del órgano de administración deberá estar 
formado por socios profesionales”.   
  El Registrador Mercantil 
competente, calificó  negativamente 
la citada escritura en cuanto a que lo 
dispuesto en el primero de los preceptos 
citados contraviene lo que dispone la Ley 
de Sociedades Profesionales en su artículo 
4.3, pues en éstas sí es necesario que el 
administrador sea socio. La DG estima el 
recurso interpuesto contra la calificación 
registral, pues  la cláusula estatutaria cuyo 
acceso al Registro rechaza el Registrador 
deja a salvo lo prevenido respecto de los 
socios profesionales, y de ella resulta 
que únicamente podrá nombrarse como 
administrador a una persona que no tenga 
la cualidad de socio profesional cuando 
ello sea posible según el citado precepto 
legal.   

Ana Isabel Llosa
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RDGRN de 8 de 
enero de 2010

(BOE 01/03/10)

Tracto sucesivo:  expediente 
de dominio.  Circunstancias 
personales.  Notificaciones. 

Segregación

 Se suspende la inscripción de un 
expediente de dominio para la reanudación 
del tracto registral interrumpido sobre 
parte de una finca, creando una nueva por 
segregación, por no constar el DNI, estado 
civil y en su caso, régimen económico 
matrimonial, de la persona a cuyo favor 
se pretende la inscripción, no consta la 
notificación a los titulares de la finca matriz 
o sus causahabientes, ni a los titulares de 
la propia finca con asiento contradictorio 
de antigüedad inferior a treinta años, ni, 
finalmente, se acompaña la licencia de 
segregación.
 La DG confirma el primer defecto, 
así como que no afecta a ello el hecho 
que tales datos resulten del escrito de 
interposición del recurso, en tanto que tales 
circunstancias deben constar en el título, 
así como el tercero, ya que no se explicita 
si los titulares contradictorios con asiento 
de antigüedad inferior a treinta años 
fueron oídos, o citados, al menos una vez 
personalmente, como norma protectora 
de los derechos de dichos titulares o sus 
causahabientes; revoca por el contrario 
el segundo de los defectos por considerar 
suficiente la expresión que emplea el 
auto (“se ha cumplido lo dispuesto en el 
artículo 202.3 LH [..] citando a aquellos 
que según la certificación del Registro 
tengan algún derecho real sobre la finca, 
a aquél de quien procedan los bienes o sus 
causahabientes, si fueren conocidos y a 
quien tanga catastrada o amillarada la finca 

a su favor y se han convocado las personas 
ignoradas a quienes pueda perjudicar la 
inscripción solicitada mediante edictos”).  
 En cuanto al último defecto, el 
expediente tiene por finalidad acreditar 
el dominio a favor de su promotor, pero 
refiriéndose sólo a parte divisa de la finca, 
deben cumplirse los requisitos exigidos 
por la normativa urbanística y aportarse 
licencia de segregación o certificación 
municipal de su innecesariedad.

Francisco Molina

RDGRN de 12 de 
enero de 2010

(BOE 01/03/10)

Propiedad horizontal: 
numeración de los 

departamentos.  Identificación 
inequívoca

 Presentada una escritura de 
disolución de propiedad horizontal, 
declaración de obra nueva, y división 
horizontal, tras subsanar otros ciertos 
defectos, se suspende la inscripción 
por considerar el Registrador que la 
numeración de elementos independientes 
es heterogénea, asistemática y no se 
acomoda a las disposiciones legales. Las 
fincas resultantes de la división horizontal 
se identifican como garajes 1 a 18 y 
trasteros 1 a 7 en la planta sótano, vivienda 
bajo A y local comercial en la planta baja, 
viviendas A a F en la planta primera y 
viviendas A a E en la planta segunda.
 Las exigencias legales de 
“numeración correlativa” sólo pretenden 
una ordenación secuencial que permita 
identificar separadamente cada elemento 
independiente, y en el caso, se puede 
dar la confusión que se pretende evitar, 
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dado que existe coincidencia en alguna 
de las identificaciones: la identificación 
inequívoca de cada departamento requiere 
expresar además de la letra o número, la 
planta en que se ubica o si se trata de un 
trastero o plaza de aparcamiento, así que 
no se cumplen los requisitos legales.

Francisco Molina

RDGRN de 13 de 
enero de 2010

(BOE 01/03/10)

Tracto sucesivo.  Independencia 
de la  calificación

 Se eleva a público un documento 
privado de cesión onerosa de derechos de 
uso y disfrute sobre determinadas plazas 
de unos aparcamientos subterráneos 
en régimen de concesión, otorgada 
judicialmente en rebeldía del demandado, 
y presentado a Registro cuando las fincas 
constan ya inscritas a nombre de terceras 
personas, distintas del transmitente y del 
demandado, sin que conste anotación 
preventiva de la demanda.
 El principio de tracto sucesivo 
impone el consentimiento e intervención 
del titular registral actual de las fincas, 
aunque el título derive de un procedimiento 
judicial. Frente al argumento de haberse 
practicado la inscripción en otros Registros 
sin apreciar ningún defecto, la DG 
manifiesta que “es, igualmente, principio 
esencial para la existencia de la seguridad 
jurídica preventiva que la calificación 
registral sea independiente y de exclusiva 
responsabilidad del Registrador que la 
realiza, no pudiendo quedar, en ningún 
caso, vinculada por calificaciones de otros 
Registradores”.

Francisco Molina

RDGRN de 16 de 
enero de 2010

(BOE 08/03/10)

Modificación de descripción. 
Traslado de la  finca

 Se solicita la modificación de la 
descripción de una finca, alterando sus 
linderos, a lo que se opone el Registrador, 
en tanto que la nueva descripción 
redundaría en el traslado de la finca a un 
Registro colindante, con la posibilidad 
de estar produciendo así una doble 
inmatriculación, agravada por hallarse 
la finca sujeta a un procedimiento de 
equidistribución urbanística.
 La DG plantea en primer lugar 
si está o no justificada la modificación 
descriptiva, como rectificación de un dato 
erróneo o inexacto. Al efecto, recuerda que 
es posible tal rectificación, sin acudir a los 
mecanismos legalmente establecidos, si 
es posible comprobar plenamente el error 
producido en el título inscrito, mediante 
documentos auténticos independientes 
de la voluntad de las partes. En este caso, 
sin embargo, se pretende rectificar los 
linderos de una finca que constan en una 
inscripción de 1887, y para ello se aporta 
un título de 1844 con una descripción no 
coincidente, y, además, en inscripciones 
se modifica el paraje en que se encuentra 
el inmueble, de modo que está justificada 
una confusión que hace surgir dudas en la 
identidad de la finca. No se ha aportado la 
certificación catastral que permita apreciar 
identidad entre la finca registral y la 
descripción contenida en la certificación, y 
además están también fundadas las dudas 
sobre si la finca resultante del cambio de 
descripción sea la misma que la registral 
que se pretende rectificar, ya que son 
diferentes sus descripciones y tracto.

Francisco Molina
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RDGRN de 18 de 
enero de 2010

(BOE 08/03/10)

Herencia:  Fundación en 
constitución.  Iglesia Católica: 

disposición de bienes

 La titular registral de ciertas fincas 
dispone en su testamento la institución 
de heredera a favor de su hermana, 
con sustitución vulgar para el caso de 
premoriencia a favor de una fundación 
en proceso de constitución, ordena un 
legado de varias fincas a favor de la 
misma fundación y otro de diversos 
fondos de inversión a favor de la Iglesia 
Católica. En la escritura de manifestación 
y aceptación de herencia, la heredera 
instituida manifiesta que la fundación 
en cuestión no se llegó a constituir, de 
modo que el legado a su favor no tiene 
efecto, y que, dada la indeterminación 
del beneficiario del legado de los fondos 
de inversión, concreta la identidad del 
legatario en la Archidiócesis de Burgos, 
a la que, compareciendo igualmente en la 
escritura, adjudica no los repetidos fondos, 
sino cuatro fincas. Entiende el Registrador 
que ha de justificarse la inexistencia de la 
fundación, y que, siendo la adquisición 
por parte del legatario automática desde el 
fallecimiento del causante, la adjudicación 
de fincas a la Archidiócesis no supone 
entrega de legado, sino permuta, sin 
que se haya liquidado esta operación 
fiscalmente, y sin que se cumplan los 
requisitos prevenidos para la disposición 
de bienes de las entidades religiosas. En 
fase de recurso se aportan certificaciones 
negativas del Registro de Fundaciones de 
la Comunidad Autónoma y del Ministerio 
de Cultura, que no se pueden tener en 
cuenta para resolver éste, como no las 

pudo apreciar el Registrador para emitir 
su calificación.
 A juicio del Registrador, el legado 
a favor de la fundación en constitución 
determina que los bienes se tengan 
que entregar a ésta, si se completó el 
proceso fundacional, o se integren en 
el patrimonio de una fundación mortis 
causa que habrá de constituir la heredera. 
Pretende la recurrente, por el contrario, 
que la voluntad del testador era favorecer 
a una persona jurídica cuyo proceso de 
nacimiento quería concluir él mismo, de 
modo que, inconcluso aquel, estaríamos 
ante una persona inexistente.
 Parte la DG para resolver esta 
cuestión del valor de la voluntad como 
ley de la sucesión, y del carácter formal 
y completo del testamento desde su 
otorgamiento, cuya adecuación a 
una modificación  sobrevenida de 
circunstancias se puede lograr por la 
simple revocación y el otorgamiento 
de nuevo testamento. En el caso, no 
hay nada en aquella última voluntad 
que ligue la disposición a la efectiva 
constitución de la fundación al tiempo 
del fallecimiento, pero la averiguación de 
la voluntad real del causante - tomando 
como base el testamento pero sin excluir 
un uso, con las debidas precauciones, 
de medios extrínsecos, pasando por una 
interpretación armónica de las cláusulas 
testamentarias - haría aceptable la tesis 
de que, si el testador hubiera sabido que 
la fundación no llegaría a constituirse, 
no habría ordenado el legado. Cierto que 
en tal caso, podría haber modificado su 
testamento, pero podría deberse la falta de 
revocación a una incapacidad sobrevenida. 
No obstante, tal tipo de apreciaciones sólo 
podrían hacerse en sede judicial.
 Debe prevalecer, por tanto, una 
interpretación favorable a la eficacia del 
legado, por el principio favor testamenti, 
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y porque en un testamento notarial hay 
que partir de la base de un empleo de 
los términos en su significado técnico, 
y así, al designar nominativamente la 
fundación y señalar que está “en proceso 
de constitución” no se limita el causante 
a manifestar su voluntad de constituir la 
fundación y dotarla económicamente, 
sino que se está refiriendo a una entidad 
cuya escritura de constitución ya se ha 
otorgado, pero no inscrito. Pero todo 
ello no conduce necesariamente a la 
interpretación del Registrador: faltando 
la declaración explícita del testador de 
la voluntad de crear la fundación con los 
bienes legados, y no constando los fines 
fundacionales, tampoco se puede imponer 
automáticamente al heredero la obligación 
de completar el proceso fundacional, lo 
que, a su vez, derivaría en que el legatario 
es efectivamente, persona inexistente, 
por más que el heredero no pueda por sí 
mismo declarar ineficaz la ordenación del 
legado, siendo, en definitiva, y después de 
tantos vaivenes interpretativos, necesaria 
resolución judicial.
 Así las cosas, no puede la heredera 
adjudicar los bienes originariamente 
legados a la discutida fundación, a 
la Archidiócesis de Burgos, en tanto 
que sustraídos a su disponibilidad, y 
por tanto no susceptibles, por ahora, 
de ser contraprestación en un negocio 
extraparticional.
 En cuanto a la cuestión fiscal, 
los deberes impuestos al Registrador 
por el art 254 LH quedan reducidos a 
comprobar la existencia de nota firmada 
por el liquidador que acredite el pago, 
exención o prescripción, o la presentación 
de la autoliquidación correspondiente, sin 
perjuicio de que el Registrador ponga en 
conocimiento de la autoridad fiscal lo que 
fuere procedente.

Francisco Molina

RDGRN de 1 de 
febrero de 2010
(BOE 05/04/10)

Mención

 Se presenta en el registro una 
instancia, en la que considerando que la 
alusión a la expropiación referida en el 
registro es una mención, por no haber sido 
objeto de inscripción especial y separada, 
se solicita la cancelación de la referencia 
a la reducción de superficie. En el registro 
consta la siguiente expresión “con la 
superficie de doscientos treinta y ocho 
metros, veinte decímetros cuadrados, 
hoy reducida por virtud de expropiación 
llevada a cabo por el Excelentísimo 
Ayuntamiento de esta capital a ciento 
treinta y cinco metros con cincuenta y dos 
decímetros cuadrados.
 La registradora deniega la 
inscripción.
 La DGRN desestima el recurso. 
Señala que se puede considerar mención, 
la alusión a una disminución de cabida 
producida por una expropiación que 
no ha sido objeto de inscripción, pero 
afirma que en el presente caso existe un 
elemento que transforma completamente 
el supuesto de hecho, y es que la porción 
expropiada figura inscrita por lo que ya 
tiene inscripción separada y especial, 
lo que es incompatible con el concepto 
de mención, además es evidente que se 
produciría una doble inmatriculación.

Fernando Llopis
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RDGRN de 2 de 
febrero de 2010
(BOE 05/04/10)

Exceso de cabida

 Se presenta en el registro acta de 
exceso de cabida, en la que se manifiesta 
que un edificio se asienta sobre un inmueble 
de seiscientos cuarenta y tres metros treinta 
y tres decímetros de superficie; se aporta 
certificación catastral de la que resulta que 
la extensión superficial es de novecientos 
siete metros cuadrados, pero que según 
reciente levantamiento topográfico, es 
de ochocientos noventa y ocho metros, 
cincuenta y tres decímetros cuadrados. El 
notario declara la notoriedad.
 El registrador suspende la 
inscripción, señalando que la pretensión 
de modificar la cabida no encubre sino el 
intento de aplicar el folio de la finca a una 
nueva realidad física que englobaría la 
originaria finca registral y una superficie 
colindante adicional, y para conseguir 
tal resultado el cauce apropiado será la 
previa inmatriculación de esa superficie 
colindante y su posterior agrupación a 
la finca registral preexistente. Es preciso 
además la notificación del Acta al 
Ayuntamiento correspondiente ya que la 
finca es colindante con dos vías públicas.
 La DGRN rechaza el primer 
defecto alegado por el registrador, 
señalando que si bien es cierto que las 
dudas sobre la identidad de la finca deben 
estar justificadas, es decir fundamentadas 
en criterios objetivos y razonados, no 
es lo que ocurre en el presente caso, en 
que el exceso aparece catastrado, siendo 
la certificación catastral sensiblemente 
idéntica a la descripción resultante. 
 Respecto al segundo de los 
defectos, confirma el defecto alegado por 

exigirlo la legislación hipotecaria y el 
artículo 38 de la Ley de Patrimonio de las 
Administraciones Públicas.

Fernando Llopis

RDGRN de 3 de 
febrero de 2010
(BOE 05/04/10)

Propiedad horizontal 
tumbada.  Prehorizontalidad

 Se presenta en el registro una 
propiedad horizontal tumbada, formada 
por tres fincas, con sus cuotas. Las dos 
primeras tienen concedida licencia de 
obra mayor y la tercera, cuya construcción 
aun no se realiza se dice que tendrá una 
determinada superficie.
 La registradora suspende la 
inscripción afirmando la inexistencia de la 
descripción de la obra nueva proyectada 
sobre la parcela restante.
 La DGRN rechaza el defecto 
alegado por la registradora, señalando 
que este Centro Directivo ha admitido la 
situación  denominada “prehorizontalidad”, 
en la que, sin necesidad de hallarse 
terminados todos los elementos privativos, 
puede tener acceso al registro un régimen 
de propiedad horizontal. En el presente 
supuesto  estamos ante propiedad 
horizontal tumbada en la que se recoge una 
sucinta descripción de lo que en el futuro 
será la descripción del elemento privativo 
número 3, sin que exista precepto alguno 
que exija que los diferentes elementos 
privativos de una propiedad horizontal 
estén totalmente terminados.

Fernando Llopis
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RDGRN de 1 de 
marzo de 2010
(BOE 05/04/10)

Depósito de cuentas.  Nota 
marginal  de cierre

 Se presenta en el Registro 
Mercantil, escritura en la que se formaliza 
determinada decisión de socio único (sobre 
cese y nombramiento de administrador) 
y la declaración de unipersonalidad 
sobrevenida de la entidad.
 El Registrador mercantil suspende 
la inscripción en base a dos defectos 
hallarse cerrada la hoja registral de la 
sociedad por no hallarse constituido el 
depósito de las cuentas anuales y por 
otro lado consta extendida nota marginal 
de haber causado baja en el índice de 
entidades jurídicas previsto en la ley del 
impuesto de sociedades.
 La DGRN rechaza el primero de 
los defectos, señalando que la falta de 
depósito de las cuentas de la sociedad, 
no impide la inscripción del cese del 
administrador.
Confirma el segundo de los defectos, 
al señalar que vigente la nota marginal 
de cierre, no se podrá practicar ningún 
asiento en la hoja abierta a la sociedad 
afectada, excepto la certificación de alta 
en dicho cierre y los asientos ordenados 
por la autoridad judicial.

Fernando Llopis

RDGRN de 2 de 
marzo de 2010
(BOE 05/04/10)

Nota marginal  de expedición 
de dominio y cargas

 Se presenta en el registro un escrito 
en que se solicita la práctica de nota 
marginal de expedición de certificación 
de dominio y cargas en procedimiento de 
ejecución de sentencia de disolución de 
comunidad.
 El registrador deniega la extensión 
del asiento, por no tratarse el procedimiento 
de uno de los que genera certificación de 
dominio y cargas que se haga constar por 
nota marginal, ya que no existe anotado 
embargo alguno ni inscrita hipoteca que 
así lo permita.
 La DGRN confirma el defecto, al 
señalar que para poder extender la nota 
marginal de expedición de certificación 
de dominio y cargas en un procedimiento 
de ejecución es necesaria la previa 
constancia registral del derecho del 
ejecutante conforme al 143 del RH.            
                                                                              

Fernando Llopis

RDGRN de 3 de 
marzo de 2010
(BOE 05/04/10)

Cancelación de asientos

 Se presenta en el Registro 
una instancia privada acompañada de  
fotocopias de providencias judiciales 
solicitando la cancelación de los 
siguientes asientos: Anotación preventiva 
de embargo letra A y la nota de expedición 
de certificación –que por procedencia 
gravaba la finca y que ya está cancelada–; 
AP de demanda de incidente de nulidad 
de actuaciones – que nunca se practicó- ; 
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inscripción 3.ª de adjudicación derivada 
de aquélla ejecución; e inscripciones de 
compraventa 4.ª, 5.ª y 6.ª practicadas con 
posterioridad sobre la misma finca.
 La Registradora deniega las 
cancelaciones solicitadas, por los 
siguientes defectos: la instancia y las meras 
fotocopias no son título apto para efectuar 
un asiento de cancelación; la anotación 
preventiva de embargo letra A practicada 
en la finca matriz  y la nota de expedición 
de certificación quedaron ya canceladas; 
no procede practicar la cancelación de 
la anotación de demanda de incidente 
de nulidad de actuaciones, porque nunca 
llegó a extenderse dicha anotación.
 La DGRN confirma todos los 
defectos.

Fernando Llopis

RDGRN de 4 de 
marzo de 2010
(BOE 05/04/10)

Cancelación de hipoteca 
unilateral

 Se presenta en el registro escritura 
en que se solicita la cancelación de una 
hipoteca unilateral, que según consta en el 
registro, está pendiente de aceptación, y al 
margen de la inscripción consta una nota 
de expedición de certificación de cargas en 
procedimiento de ejecución hipotecaria.
 La registradora suspende la 
cancelación solicitada, señalando que 
una vez se haya solicitado la certificación 
del art.688 de la LEC, no es posible la 
cancelación de la hipoteca por causas 
distintas de la propia ejecución.
 La DGRN confirma el defecto, 

afirmando que, habiéndose expedido 
certificación de cargas conforme al artículo 
688 de la LEC, sólamente se puede acceder 
a la cancelación por escritura cuando 
previamente se haya cancelado dicha nota 
marginal por resolución judicial.

Fernando Llopis

RDGRN de 5 de 
marzo de 2010
(BOE 05/04/10)

Venta

 Se presenta en el registro escritura 
de venta de determinadas fincas.
 La registradora suspende la 
inscripción en base a tres defectos: es 
necesario especificar si el régimen de los 
otorgantes casados en gananciales es el 
legal o el convencional; no se especifica 
el NIF de dos sociedades administradoras 
y por las cuales comparecen sus 
representantes; no se expresa el medio de 
pago empleado (cheque , transferencia…) 
y acreditar el origen.
 La DGRN confirma todos los 
defectos.

Fernando Llopis

RDGRN de 8 de 
febrero de 2010

BOE de 5 de abril

Depósito de cuentas

 Se presenta en el Registro 
Mercantil escritura de elevación a 
público de acuerdos sociales relativos al 
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nombramiento de auditor de cuentas de 
una sociedad.
 El registrador no practica la 
inscripción solicitada, en base a los 
siguientes defectos: la hoja registral de 
la sociedad ha sido cerrada al no haberse 
depositado las cuantas anuales del 2004, 
2005 y 2006; no se acredita la forma y 
antelación con que ha sido convocada la 
junta; no se indica la mayoría de votos 
con que han sido adoptados los acuerdos; 
no se acredita la aceptación del cargo de 
Auditor.

 La DGRN confirma el defecto 
reiterando su doctrina de la R. de 3 de 
octubre de 2005, en el sentido de que 

sólo son exigibles para el levantamiento 
del cierre el depósito de los tres últimos 
ejercicios y que una interpretación literal 
del art. 378 lleva a la misma conclusión y 
postura que adopta el registrador, es decir 
que las del ejercicio 2007 no pueden ser 
exigidas, dada la fecha de presentación 
del documento y que por tanto las que 
deben exigirse son las de los tres años 
anteriores. □

Fernando Llopis
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Sentencias

Sentencia del Tribunal Supremo 
de 30 de junio de 2009. Permuta: parcela 
con mayor volumen de edificabilidad 
que el previsto en el contrato; analogía. 

Ponente: O’Callaghan Muñoz, Xavier.

Artículos citados: 3.1, 1469 y 1470 del 
Código civil. 

ANTECEDENTES DE HECHO

1º.- Mediante escritura pública de 
21 de julio de 2000 se celebra contrato de 
permuta entre la Consejería de Economía 
y Hacienda y la entidad B, S.A., por el que, 
entre otras, se transmite por ésta a aquélla 
una determinada parcela de 6.600 m2 con 
una edificabilidad de 12.362 m2, siendo 
así que la verdadera es de 14.057,14 m2.

2º.- La sociedad B, S.A. interpone 
demanda contra la Consejería de 
Economía y Hacienda, solicitando que 
se condene a ésta a abonar a aquélla la 
suma de 57.503.240 ptas. más el IVA 
correspondiente, intereses devengados y 
costas, equivalente al valor de la diferencia 
o exceso de edificabilidad. 

3º.- El Juzgado de 1ª Instancia 
estima la demanda. Interpuesto recurso 
de apelación, la Audiencia Provincial lo 
estima, desestimando la demanda. La 
demandante formula recurso de casación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

La parte demandante pretende la 
aplicación del art. 1470 C.c. al exceso 
no ya de cabida, sino al exceso de 
edificabilidad. 

Dicha norma es expresión del 
requisito de integridad en el cumplimiento 
de la obligación de entrega de la cosa, que 
si es por defecto se aplica el art. 1469 y 
si es por exceso, el art. 1470; en uno y 
otro caso, el precio debe estar fijado por 
unidad de medida y no por precio alzado 
(art. 1471) ni como cuerpo cierto. 

El Tribunal Supremo concluye que 
no procede la aplicación al caso del art. 
1470 por mor de la remisión al contrato de 
compraventa que hace el art. 1541 sobre la 
permuta. En primer lugar, porque las cosas 
que se permutan lo han sido como cuerpo 
cierto, lo que hace inaplicable el art. 1470. 
En segundo lugar, porque aunque es cierto 
que el volumen de la edificabilidad era 
mayor que el previsto en el contrato y 
que el aprovechamiento urbano se halla 
en el volumen y, por ende, determina el 
valor del terreno, ello no está recogido 
en el Código civil y los preceptos legales 
se están refiriendo a un error sobre la 
cabida, concepto distinto al del volumen 
de edificabilidad, y que se identifica con la 
extensión superficial de la finca, atendida 
su superficie horizontal planimétrica, por 
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lo que es clara la inaplicabilidad al presente 
caso de los arts. 1469 y 1470 C.c. 

Por otro lado, frente a la alegación 
de que debe tenerse en cuenta el contexto 
y la realidad social, que hacen que 
actualmente sea mucho más importante 
la edificabilidad que la superficie de un 
suelo, señala el Tribunal Supremo que no 
puede extenderse la aplicación de dicha 
norma a algo que no está previsto, aunque 
se considere que debería estarlo, y que 
supone cambiarle el sentido. 

Finalmente, tampoco cabe 
aplicar por analogía lo previsto para las 
diferencias de cantidad y calidad en la 
entrega de los inmuebles en los arts. 1469 
y 1470 C.c. a la cuestión de diferencias 
en la edificabilidad. La analogía pretende 
resolver el caso de la laguna de la Ley y no 
puede considerarse tal cosa cuando en un 
contrato se produce una discordancia, un 
error o una falta de previsión. El tema de 
la edificabilidad es importante económica 
y socialmente y está sumamente regulado 
en la normativa administrativa, pero no lo 
está en la civil. Siendo la base de la analogía 
la identidad de razón (ubi eadem ratio est, 
ibi eadem iuris dispositio esse debet) que 
comprende los dos presupuestos de falta 
de norma e igualdad esencial, no se da en 
el caso presente. La normativa no regula 
los excesos o defectos de edificabilidad, al 
igual que no regula tantas otras cuestiones 
de divergencia que se pueden dar en la 
compraventa, tanto de inmuebles como de 
cosas muebles. El que no contemple una 
determinada cuestión no permite que se 
pueda aplicar por analogía otra distinta. 

Por todo ello, se declara no haber 
lugar al recurso de casación.

Sentencia del Tribunal Supremo 
de 15 de julio de 2009. Donación con 
cláusula de reversión: no necesaria 
aceptación por las beneficiarias.

Ponente: Roca Trías, Encarnación.

Artículos citados: 618, 633 y 641 del 
Código Civil.

ANTECEDENTES DE HECHO

1º.- El 3 de diciembre de 1969, 
Dª A dona a su hijo D. B la finca X con 
la siguiente cláusula: “si el donatario 
falleciere sin haber tenido descendencia 
y sin haber enajenado la vivienda donada, 
a su fallecimiento ésta debería pasar 
a su hermana Dª C y si ésta le hubiera 
premuerto”, debía pasar a las hijas de Dª 
C. 

2º.- D. B fallece el 2 abril 2002, 
casado, sin hijos ni descendientes y sin 
haber enajenado la finca donada. Su 
hermana Dª C le había premuerto con 
dos hijas: Dª D y Dª E. Al fallecimiento 
de D. B, su esposa Dª F ejercita actos de 
posesión sobre la finca, arrendando los 
apartamentos de que consta el inmueble, 
y acepta la herencia, en cuyo inventario 
incluye la finca X. 

3º Dª D demanda a Dª F y a su 
hermana Dª E, ejercitando la acción 
declarativa de dominio y la acción 
reivindicatoria, solicitando que se declare 
que Dª D y Dª E son las propietarias de 
la finca X donada, y la prioridad de su 
título frente a la posesión de Dª F, y que se 
ordene la correspondiente inscripción en 
el Registro de la Propiedad.
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4º El Juzgado de 1ª Instancia 
desestima la demanda, por faltar la 
aceptación de la donataria demandante. 
La Audiencia Provincial acoge en parte el 
recurso de apelación, estimando en parte la 
demanda, en relación con la demandante, 
al entender que la aceptación por parte del 
tercero reversionario en la donación con 
cláusula de reversión no se ha de hacer 
necesariamente en escritura pública. La 
demandada Dª F recurre en casación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

El problema que se plantea se centra 
en si el tercero favorecido por una cláusula 
de reversión insita en una donación es 
también donatario y, por tanto, se somete 
al régimen que el Código Civil establece 
en las donaciones, en particular, las que se 
refieren a las formalidades para su validez 
y eficacia, y por tanto, a la exigencia de 
aceptación en escritura pública, como 
considera el Juzgado de 1ª Instancia en su 
sentencia, o por el contrario, y aún cuando 
debe aceptar la donación, tal aceptación 
no está sometida a las formalidades del 
art. 633 C.c., como mantiene la Audiencia 
Provincial en la sentencia recurrida. 

El Tribunal Supremo comparte 
esta última postura. La donación con 
cláusula de reversión al propio donante o 
a un tercero, para el caso de que se cumpla 
el evento previsto por el donante al 
efectuarla, contiene un pacto añadido a la 
donación, cuyos límites se encuentran en 
los de la sustitución fideicomisaria, según 
lo dispuesto en el art. 641 C.c. cuando 
el reversionario sea un tercero. Aunque 
sería más correcto lingüísticamente hablar 
de sustitución cuando es un tercero el 
beneficiado, tanto en tal caso como en el 
de serlo el propio donante hay reversión 
o devolución, que constituye una carga 
de la donación y que introduce la técnica 

de las sustituciones fideicomisarias en un 
negocio jurídico entre vivos.

A los efectos del problema aquí 
planteado, deben distinguirse, por tanto, 
dos elementos en este tipo de donaciones: 
a) la donación en la que consta la condición 
y la cláusula reversional, y b) la reversión 
que se produce en el momento en que 
se cumple lo previsto por el donante. 
El primer elemento de estos negocios 
jurídicos es la donación, que debe cumplir 
todos los elementos exigidos en el Código 
civil para su validez, es decir, la aceptación 
efectuada por el donatario, de acuerdo con 
lo establecido en el art. 630 C.c., y la forma 
establecida en el art. 633 C.c. Sin embargo, 
al cumplimiento de la condición impuesta 
cuando los bienes donados hayan de 
revertir a terceros que no han intervenido 
en la originaria donación por no haber sido 
llamados o porque ni tan solo existían, 
se debe considerar que nos hallamos en 
una situación parecida a la sustitución 
fideicomisaria, en la que el beneficiario no 
ha intervenido en el otorgamiento, porque 
su presencia no es necesaria para la 
validez de la donación, y, en cambio, debe 
actuar cuando se cumple la condición, 
que funcionará como resolutoria para 
el donatario y como suspensiva para el 
tercero beneficiado. En este momento, 
éste adquirirá automáticamente el objeto 
donado, que adquiere directamente del 
donante y no del donatario, si bien le queda 
siempre la posibilidad de rechazarlo. 

En conclusión, no es necesaria 
para la validez de la donación originaria 
la aceptación en ella de los posibles 
beneficiarios por la cláusula reversional, 
siendo válida y eficaz si cuenta con la 
aceptación del donatario y se otorga 
en escritura pública; en el momento de 
cumplirse el evento condicional previsto 
por el donante, en este caso la muerte del 
donatario sin haber dispuesto de los bienes 
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donados y sin tener hijos ni descendientes, 
los beneficiarios adquieren su derecho, 
sin perjuicio de poder renunciarlo, 
como ocurre en este caso con una de 
las donatarias, Dª E; se puede entender, 
además, que aún no siendo necesario, 
en este caso la demandante Dª D acepta 
tácitamente la donación al reclamar los 
bienes donados.

Por ello, se declara no haber lugar 
al recurso de casación. 

Sentencia del Tribunal Supremo 
de 22 de mayo de 2009. Sucesión 
hereditaria: partición de herencia; 
adjudicaciones por el testador; normas 
particionales obligatorias.

Ponente: O’Callaghan Muñoz, Xavier.

Artículos citados: 670, 765, 808 y 1056 
del Código civil. 

ANTECEDENTES DE HECHO

1º.- D. A fallece en estado de 
viudo el 30 de diciembre de 1999, bajo 
testamento otorgado ante notario el 10 de 
julio de 1989, en cuya cláusula segunda 
instituye herederos (sin decir “por partes 
iguales”) a sus tres hijos, Dª B, Dª C y D. 
D, con derecho de sustitución en favor de 
su respectiva descendencia. En la cláusula 
sexta nombra albacea contador-partidor 
“con las más amplias facultades” a Dª E. 
En la cláusula tercera dispone que “Ordena 
y es su voluntad que la partición de sus 
bienes y adjudicación de los mismos, si 
dichos bienes que se diga pertenecieran 
al testador, se haga en la siguiente forma: 
A) A su hijo D. D, los siguientes bienes: 
(relaciona una serie de bienes inmuebles: 
locales comerciales y fincas rústicas y una 
cantidad en metálico); B) Y a sus hijas 
Dª B Y Dª C por mitad y pro indiviso los 

siguientes bienes: (relaciona una serie de 
fincas urbanas y rústicas, el ajuar de la casa) 
y finalmente: 6º.- Asimismo se adjudicará 
a sus nombradas hijas por mitad el resto 
de bienes que pudiera dejar y que no han 
sido relacionados. La cláusula cuarta 
remacha las anteriores disposiciones: “Es 
voluntad del testador, y por tanto y ordena 
y dispone, que pagada la legítima estricta 
de sus hijos, con los bienes que les han 
sido adjudicados; se lleve a efecto todas y 
cada una de las adjudicaciones ordenadas, 
cualquiera que sea el valor de los bienes, 
imputándose al tercio de libre disposición 
o en su caso, entendiéndose como mejora 
a favor del hijo o hijos, que en virtud de 
dichas adjudicaciones pudiera resultar 
beneficiado.”

2º.- D. D presenta demanda contra 
sus hermanas Dª B y Dª C, impugnando 
la partición realizada por la contadora-
partidora por entender que no se han 
estimado los bienes del inventario por 
su valor real y efectivo, que no se ha 
respetado la voluntad del testador, que 
no debían excluirse bienes dispuestos en 
vida por el testador y por perjudicarse su 
legítima. 

3º.- El Juzgado de 1ª Instancia 
desestima la demanda. Su sentencia es 
confirmada por la Audiencia Provincial. 
El demandante recurre en casación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

La cuestión que se plantea es la 
naturaleza y eficacia de las adjudicaciones 
de bienes que, a modo de normas 
particionales, hace el testador. Para su 
resolución se debe partir de las siguientes 
premisas: a) en primer lugar, la reconocida 
e indiscutible soberanía de la voluntad del 
testador en la disposición mortis causa 
de su patrimonio, teniendo como único 
límite la legítima, intangible cuantitativa y 
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cualitativamente; b) en segundo término, 
la partición es la división del patrimonio 
hereditario que puede ser hecha por el 
testador de acuerdo con lo dispuesto en el 
art. 1056.1 C.c., con lo que no extingue la 
comunidad hereditaria, sino que la evita, 
caso distinto a aquél en que ordena que 
determinado bien o que determinados 
bienes, muchos o pocos, se adjudiquen a 
unos u otros de sus herederos, incluyéndose 
en la porción que deba percibir cada uno 
de ellos, por lo que se dará la comunidad 
hereditaria, que deberá dividirse por 
medio de la partición encomendada, en 
el caso presente, a un contador-partidor; 
c) en tercer lugar, estas disposiciones 
o adjudicaciones, verdaderas normas 
particionales, son obligatorias, de obligado 
cumplimiento, a salvo en todo caso las 
legítimas. 

En el presente caso, aparece 
una voluntad inequívoca del testador, 
soberano de su propia sucesión mortis 
causa , que partiendo de la institución 
de herederos a favor de sus tres hijos 
(cláusula segunda) no lo hace por partes 
iguales, sino que atribuye una serie 

de bienes al hijo varón (demandante y 
recurrente) y otra serie, por mitad y pro 
indiviso, a las hijas, a favor de las cuales 
dispone también del resto de sus bienes 
(cláusula tercera) y la desigualdad la deja 
clara cuando la contempla expresamente 
(en la cláusula cuarta) imputando las 
que puedan favorecer a uno u otras de 
los hijos al tercio de libre disposición o 
entendiéndose como mejora (esto último, 
a su vez, supone un establecimiento de 
mejora a favor de algunos de los herederos 
forzosos, si se daba la desigualdad). Del 
resto no adjudicado, pero respetando 
siempre sus disposiciones, nombra a 
una abogado (en la cláusula sexta) como 
albacea, contadora-partidora con las 
más amplias facultades. Y, en todo caso, 
respetando la legítima, que la sentencia 
instancia ha declarado que no se lastimó. 
En definitiva, el hijo varón se ha sentido 
discriminado y perjudicado, pero lo ha 
sido por disposición expresa y clara por 
el testador, que le ha respetado su legítima 
estricta. 

En consecuencia, se declara no 
haber lugar al recurso de casación. □
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Apuntes Prácticos

FIANZA HIPOTECARIA PARA DECRETAR LA LIBERTAD PROVISIONAL 
DE UN PROCESADO EN UN PROCESO PENAL

En el ámbito penal, los artículos 528 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal regulan la libertad provisional del procesado. Para acordar ésta, el 
juez o tribunal decretará si el imputado ha de dar o no fianza con el fin de 

responder de la comparecencia del procesado cuando fuere llamado por el Juez o Tribunal 
que conozca de la causa y/o en los días que éste determine. Dicha fianza se regula en los 
artículos 591 a 596 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en el primero de los cuales se 
prevé que la misma podrá ser hipotecaria.

Recientemente se ha presentado en algunos Registros de la Propiedad, remitido por 
correo directamente por el Tribunal, mandamiento para que “se proceda a la anotación” de 
la fianza hipotecaria, que plantea algunos problemas:

1º.- No queda claro si el Auto se considera documento suficiente en el que se contiene 
el negocio jurídico para la constitución de hipoteca, o por el contrario, supone únicamente 
la admisión por el Tribunal de la posibilidad de constituir la hipoteca sobre la finca concreta 
citada como garantía bastante para decretar la libertad provisional del procesado, debiendo 
en consecuencia otorgarse el correspondiente documento a tal efecto, bien sea mediante 
escritura pública, bien “apud acta”, en los mismos términos exactos en que tiene que ser 
aceptada por el Tribunal.

De la lectura del Auto parece derivarse esta segunda consideración, pues se habla 
de “fianza hipotecaria ofrecida”, y se decide “decretar la libertad provisional del procesado, 
previa la constitución de la fianza hipotecaria recayente sobre el inmueble”. Sin embargo, 
en el mandamiento se hace constar que se expide “a fin de que se proceda a la anotación de 
la fianza hipotecaria sobre la finca mencionada” (no obstante, el asiento que, en su caso, se 
practicará será una inscripción). Todo ello lleva a que no quede determinado si se considera 
documento suficiente para practicar directamente la inscripción, o si falta el que contenga el 
negocio jurídico de hipoteca en los términos aceptados por el Tribunal.

El artículo 595 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal establece que “la fianza 
hipotecaria podrá otorgarse por escritura pública o «apud acta», librándose en este último caso 
el correspondiente mandamiento para su inscripción en el Registro de la Propiedad. Devuelto 
el mandamiento por el Registrador, se unirá a la causa.” Así pues, caben dos posibilidades: 
a) otorgamiento de escritura pública, que irá acompañado del mandamiento del que resulta 
la aceptación de la hipoteca por el Tribunal, por considerarla suficiente, de conformidad 
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con el artículo 594 LECrim., según el cual “los bienes de las fianzas hipotecaria […] serán 
tasados por dos peritos nombrados por el Juez instructor o Tribunal que conozca de la causa, 
y los títulos de propiedad relativos a las fincas ofrecidas en hipoteca se examinarán por el 
Ministerio Fiscal, debiendo declararse suficientes por el mismo Juez o Tribunal cuando así 
proceda.”; b) otorgamiento “apud acta” mediante comparecencia ante el Secretario, de lo 
que deberá quedar constancia en el mandamiento por manifestación del Secretario Judicial, 
o bien estar inserto en el mismo o acompañando al mandamiento correspondiente, del que 
resultará igualmente la consideración como suficiente de dicha hipoteca.

Una vez inscrita la hipoteca, quedará constituida la garantía de la que depende la 
libertad.

2º.- No constan las circunstancias de la persona que otorga el negocio jurídico de 
hipoteca (DNI o NIF; domicilio; estado civil, nombre y apellidos del cónyuge y régimen 
económico matrimonial, si es casado y puede afectar a derechos de la sociedad conyugal, 
vecindad civil): artículos 9 de la Ley Hipotecaria y 51 del Reglamento Hipotecario. Así 
mismo, es de especial importancia el DNI con el fin de comprobar el cumplimiento del 
principio de tracto sucesivo del artículo 20 de la Ley Hipotecaria, pues la hipoteca ha de ser 
constituida por el titular registral de la finca.

3º.- El encausado que ofrece la fianza hipotecaria frecuentemente no es el titular 
registral de la finca. En la práctica, la finca suele pertenecer al padre, madre o ambos del 
procesado, por lo que no basta con que éste la ofrezca en garantía, sino que la hipoteca habrá 
de ser constituida por sus propietarios, titulares registrales, que serán quienes hayan de otorgar 
la escritura pública o comparecer ante el Secretario para otorgarla “apud acta”. El artículo 20 
de la Ley Hipotecaria exige para inscribir o anotar títulos por los que se declaren, transmitan, 
graven, modifiquen o extingan el dominio y demás derechos reales sobre inmuebles, que 
conste previamente inscrito o anotado el derecho de la persona que otorga o a cuyo nombre 
sean otorgados los actos referidos. Este precepto recoge el principio de tracto sucesivo, uno 
de los principios fundamentales de nuestro sistema hipotecario que exige que en el Registro 
figuren todas las transmisiones realizadas, sin ruptura de la cadena de transmisiones y cuya 
aplicación ha sido reiterada por la Dirección General de los Registros y del Notariado en 
numerosas Resoluciones, entre ellas la de 21 de agosto de 2009. Por tanto, ha de constituir 
la hipoteca el titular registral de la finca.

4º.- Debido al principio de especialidad, será necesario determinar tanto el importe 
de responsabilidad hipotecaria que garantiza, como la duración o plazo de vigencia de la 
hipoteca, elemento esencial para la constitución de este derecho real, tal y como resulta de 
los artículos 21, 82.5 y 128 de la Ley Hipotecaria, 51.6 del Reglamento Hipotecario y 1964 
del Código Civil.

El problema que plantea la duración es que, en este momento, no puede conocerse 
cuánto tiempo va a durar la libertad provisional, pues dependerá de lo que dure el 
procedimiento, con todos los recursos que puedan interponerse, y de las demás circunstancias 
que ha de tener en cuenta el Juez o Tribunal (de conformidad con el artículo 539 LECrim., 
“los autos de prisión y libertad provisionales y de fianza serán reformables durante todo 
el curso de la causa. En su consecuencia, el imputado podrá ser preso y puesto en libertad 
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cuantas veces sea procedente, y la fianza podrá ser modificada en lo que resulte necesario 
para asegurar las consecuencias del juicio”), y por tanto, se desconoce durante cuánto tiempo 
es necesario garantizar la comparecencia del procesado. En todo caso, terminará una vez 
finalice el procedimiento mediante sentencia firme, bien sea ésta absolutoria, quedando 
definitivamente en libertad el encausado, bien sea condenatoria, ingresando, en su caso, en 
prisión, o cumpliéndose la pena que el Tribunal hubiera impuesto.

Por ello, puede acudirse a la solución propugnada por la Resolución de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 30 de septiembre de 2003, en un caso de 
hipoteca unilateral a favor de de la Agencia Tributaria en garantía de la deuda procedente de 
una liquidación contra la que se había interpuesto reclamación ante el Tribunal Económico 
Administrativo Regional correspondiente, y en la que se consideró que se trata de una 
obligación sujeta a término incierto de exigibilidad, pero que necesariamente ha de llegar y 
que será aquél en que se produzca una resolución firme en el procedimiento iniciado o en los 
posteriores posibles, con lo que queda suficientemente satisfecho el principio de especialidad 
registral del artículo 51.6.ª del Reglamento hipotecario al señalar en el título que «la hipoteca 
que se constituye tendrá de vigencia el tiempo que dure el acuerdo de suspensión del pago de 
la deuda, es decir, hasta la resolución definitiva por el Tribunal Económico-Administrativo 
Central, pudiendo prorrogarse, si así lo permite el Órgano Jurisdiccional, tal y como señala 
el Reglamento General de Recaudación, a la vía jurisdiccional hasta la decisión firme del 
Tribunal Supremo, en su caso».

En este caso, el principio de especialidad registral puede considerarse satisfecho, 
en relación a la duración de la hipoteca, si se constituye durante el tiempo por el que se 
prorrogue la tramitación del presente procedimiento y, en particular, hasta que se resuelva 
sobre la situación personal del garantizado, una vez recaiga sentencia firme.

5º.- Finalmente, y dado que se trata de la constitución de una hipoteca, deberá 
acreditarse el pago del impuesto correspondiente que pudiera devengar el acto o negocio 
jurídico contenido en el documento, o su exención o no sujeción, debiendo ser presentado 
debidamente dicho documento en el Oficina Liquidadora oportuna. Artículo 254 de la Ley 
Hipotecaria, artículo 54 del Texto Refundido de la Ley del Impuesto de Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, RD Legislativo 1/1993 de 24 de Septiembre, 
y artículos 122 y 123 del Reglamento del Impuesto de Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados, RD 828/1995 de 29 de Mayo.

En definitiva, la forma de proceder que quizá sea más correcta para la inscripción de 
estas fianzas hipotecarias, y que además resuelve algunos problemas prácticos de tramitación 
o procedimiento, podría ser la siguiente:

Ante la necesidad de prestar una fianza para la obtención de la libertad provisional, el 
encausado puede ofrecer la constitución de hipoteca sobre uno o varios inmuebles. El Juez 
o Tribunal debe declararlos suficientes, tras ser debidamente tasados, y examinados por el 
Ministerio Fiscal los títulos de propiedad relativos a dichas fincas.

Sus propietarios, titulares registrales, deben otorgar la correspondiente escritura 
pública para la constitución de la hipoteca, o bien otorgarla “apud acta” mediante 
comparecencia ante el Secretario Judicial, que posiblemente será lo más frecuente en la 
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práctica. Deberá quedar perfectamente identificada la finca, así como la cuantía garantizada 
y la duración de la hipoteca, en los términos anteriormente señalados, además de constar 
todas las circunstancias de los otorgantes exigidas por la legislación hipotecaria y los 
consentimientos que fueran necesarios.

El mandamiento en el que se contenga la resolución judicial firme, con otorgamiento 
“apud acta” de la fianza hipotecaria, o acompañado en su caso de la escritura pública 
correspondiente, será el título inscribible.

Puesto que en estos casos se trata de una hipoteca que voluntariamente se constituye 
para poder lograr la libertad provisional, es el procesado que la pretende el directamente 
interesado en realizar la tramitación necesaria para su válida constitución, de modo que es 
su abogado, procurador o familiares quienes pueden encargarse de la misma. A ellos se les 
hará entrega por el Juzgado del título correspondiente. Deberán presentarlo en la Oficina 
Liquidadora competente, así como en el Registro de la Propiedad, que en su caso, procederá 
a su inscripción. Una vez inscrita la hipoteca, se devolverá el mandamiento a su presentante, 
con nota al pie de haber sido inscrita y los datos de inscripción, y dicho presentante lo 
aportará al Juzgado o Tribunal que esté conociendo de la causa para unirlo a la misma.

Dado el carácter constitutivo de la inscripción de la hipoteca, que determina que 
ésta no exista hasta que haya sido inscrita, será en este momento en que el tribunal tiene 
constancia oficial de haber sido inscrita la hipoteca, cuando, considerando debidamente 
prestada la fianza, se ponga en libertad al procesado. □

BREVE ESQUEMA DE LA LEY 10/2010 DE BLANQUEO
 DE CAPITALES

 La Ley 10/2010 de 28 de Abril, publicada por el BOE d 29 de abril y que entra 
en vigor al día siguiente de su publicación, transpone la Directiva 2005/60/
CE del Parlamento Europeo y del Consejo, desarrollada por la Directiva 

2006/70/CE de la Comisión, de 1 de agosto de 2006, además de establecer el régimen 
sancionador del Reglamento (CE) Nº 1781/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
15 de noviembre de 2006, relativo a la información sobre los ordenantes que acompaña a las 
transferencias de fondos. La transposición de las Directivas se ha realizado manteniendo en 
lo posible la regulación anterior, con una serie de novedades, que aunque algunas de ellas 
están condicionadas por un desarrollo reglamentario, están ya en vigor, así podemos hacer 
un breve esquema de la misma, a efectos de consulta, que esperamos os pueda servir de 
apoyo.

1.- Objeto y Ámbito de aplicación.

 Objeto de la Ley es la prevención del blanqueo de capitales, a través de una serie 
de obligaciones preventivas, considerándose como blanqueo de capitales las siguientes 
actividades (art. 1):
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 a) La conversión o la transferencia de bienes, a sabiendas de que dichos bienes 
proceden de una actividad delictiva o de la participación en una actividad delictiva, con el 
propósito de ocultar o encubrir el origen ilícito de los bienes o de ayudar a personas que 
estén implicadas a eludir las consecuencias jurídicas de sus actos.
 b) La ocultación o el encubrimiento de la naturaleza, el origen, la localización, 
la disposición, el movimiento o la propiedad real de bienes o derechos sobre bienes, a 
sabiendas de que dichos bienes proceden de una actividad delictiva o de la participación en 
una actividad delictiva.
 c) La adquisición, posesión o utilización de bienes, a sabiendas, en el momento de la 
recepción de los mismos, de que proceden de una actividad delictiva o de la participación 
en una actividad delictiva.
 d) La participación en alguna de las actividades mencionadas en las letras anteriores, 
la asociación para cometer este tipo de actos, las tentativas de perpetrarlas y el hecho de 
ayudar, instigar o aconsejar a alguien para realizarlas o facilitar su ejecución.

2.- Sujetos Obligados.

 A  diferencia de la Legislación anterior, donde los Notarios solo eran sujeto s obligados 
en determinados supuesto y los Registradores, que eran solo sujetos colaboradores, pero no 
obligados, ahora, los Notarios y Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes 
Muebles  son sujetos obligados y entran en el ámbito de aplicación de la Ley, conforme 
al artículo 2 n), pero a nuestros efectos, también lo son los promotores inmobiliarios y 
quienes ejerzan profesionalmente actividades de agencia, comisión o intermediación 
en la compraventa de bienes inmuebles. (Art. 2  letra l) y conforme al artículo 2 ñ) los 
abogados, procuradores u otros profesionales independientes cuando participen en 
las operaciones por cuenta de clientes relativas, entre otras, a la compraventa de bienes 
inmuebles.

3.- Obligaciones de los sujetos obligados.

a)  Identificación.

 Conforme al artículo 3, los sujetos obligados identificarán a cuantas personas 
físicas o jurídicas pretendan establecer relaciones de negocio o intervenir en cualesquiera 
operaciones, con carácter previo a la operación y mediante la utilización de los documentos 
fehacientes que reglamentariamente se determine. El artículo 12 determina los requisitos 
exigibles cuando se utilice la firma electrónica. A efectos registrales se aplicarán los artículos 
9 LH y 51 RH.

 Los sujetos obligados identificarán al titular real (art. 4) y adoptarán medidas 
adecuadas a fin de comprobar su identidad con carácter previo a la operación y obtendrán 
información sobre el propósito e índole prevista de la relación de negocios y en particular, a 
fin de conocer la naturaleza de su actividad profesional o empresarial, adoptando las medidas 
necesarias para comprobar la veracidad de dicha información mediante procedimientos 
de verificación de las actividades declaradas por los clientes y  se adoptarán las medidas 
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adecuadas para determinar la estructura de propiedad o de control de las personas jurídicas. 
Si no puede determinarla, no establecerán o mantendrán relaciones de negocio, especialmente 
si se trata de sociedades cuyas acciones estén representadas mediante títulos al portador. 

b) Información.

 El Artículo 17 regula el examen especial que de cada operación sospechosa han 
de hacer los sujetos obligados, al disponer que “Los sujetos obligados examinarán con 
especial atención cualquier hecho u operación, con independencia de su cuantía, que, 
por su naturaleza, pueda estar relacionado con el blanqueo de capitales o la financiación 
del terrorismo, reseñando por escrito los resultados del examen. En particular, los sujetos 
obligados examinarán con especial atención toda operación o pauta de comportamiento 
compleja, inusual o sin un propósito económico o lícito aparente, o que presente indicios de 
simulación o fraude”.

 A falta de la normativa reglamentaria de desarrollo, los Notarios y Registradores 
de la Propiedad continuarán rigiéndose por la normativa anterior, representada por la 
Instrucción de la DGRN 10-XII-1999, por lo que el examen especial deberá realizarse 
al amparo de esta disposición, sin que la comunicación pueda consistir en una simple 
remisión del indicio de blanqueo, sino como dispone también el apartado 2 e) del artº 18 
de la ley, “las circunstancias de toda índole de las que se pueda inferirse indicio o certeza de 
relación con el  blanqueo de capitales o financiación del terrorismo”; de tal manera que “el 
Registrador que efectúe la comunicación deberá formarse opinión sobre si existe o puede 
existir algún indicio o sospecha y debe expresarla en el escrito de comunicación”. (RDGRN 
30-XII-2004).

 En el futuro ese examen especial se regirá por lo dispuesto en el artículo 26 al 
establecer las medidas de control interno, en virtud de las cuales “los sujetos obligados 
concretarán el modo en que se dará cumplimiento a este deber de examen especial, 
que incluirá la elaboración y difusión entre sus directivos, empleados y agentes de una 
relación de operaciones susceptibles de estar relacionadas con el blanqueo de capitales 
o la financiación del terrorismo, la periódica revisión de tal relación y la utilización de 
aplicaciones informáticas apropiadas, teniendo en cuenta el tipo de operaciones, sector 
de negocio, ámbito geográfico y volumen de la información. Reglamentariamente, podrán 
determinarse operaciones que serán en todo caso objeto de examen especial por los sujetos 
obligados”. Por lo que los empleados de las Notarias y de los Registros de la Propiedad, 
Mercantiles y de Bienes Muebles también están en el ámbito de aplicación de la Ley, debiendo 
los titulares de las oficinas establecer las medidas necesarias para el adecuado cumplimiento 
de ese deber de examen especial de determinadas operaciones.
 El artículo 18 regula  la  Comunicación a realizar  por indicio de blanqueo, al disponer 
que los sujetos obligados comunicarán, sin dilación, por iniciativa propia, al Servicio 
Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias 
(en adelante, el Servicio Ejecutivo de la Comisión) cualquier hecho u operación, incluso 
la mera tentativa, respecto al que, tras el examen especial a que se refiere el artículo 
precedente, exista indicio o certeza de que está relacionado con el blanqueo de capitales o 
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la financiación del terrorismo y en el formato determinado por el Servicio Ejecutivo. La 
comunicación contendrá:
 a) Relación e identificación de las personas físicas o jurídicas que participan en la 
operación y concepto de su participación en ella.

 b) Actividad conocida de las personas físicas o jurídicas que participan en la 
operación y correspondencia entre la actividad y la operación. 

 c) Relación de operaciones vinculadas y fechas a que se refieren con indicación de 
su naturaleza, moneda en que se realizan, cuantía, lugar o lugares de ejecución, finalidad e 
instrumentos de pago o cobro utilizados.

 d) Gestiones realizadas por el sujeto obligado comunicante para investigar la 
operación comunicada.

 e) Exposición de las circunstancias de toda índole de las que pueda inferirse el indicio 
o certeza de relación con el blanqueo de capitales o con la financiación del terrorismo o que 
pongan de manifiesto la falta de justificación económica, profesional o de negocio para la 
realización de la operación.

 f) Cualesquiera otros datos relevantes para la prevención del blanqueo de capitales 
o la financiación del terrorismo que se determinen reglamentariamente”.

 En los casos en que el Servicio Ejecutivo de la Comisión estime que el examen 
especial realizado resulta insuficiente, devolverá la comunicación al sujeto obligado a 
efectos de que por éste se profundice en el examen de la operación, en la que se expresarán 
sucintamente los motivos de la devolución y el contenido a examinar.

 Por tanto estas comunicaciones por indicio de operaciones sospechosas, hasta la 
puesta en marcha del Centro Registral Antiblanqueo, seguirán remitiéndose al SEPBLAC, 
con la información prevista en el apartado 2 de este artículo 18, con el formato y estructura 
definidos por el Sepblac (formulario F-19). Una vez desarrollado el mencionado CRAB, 
dicha comunicación se realizará directamente por el Colegio al SEPBLAC, atendiendo a 
lo acordado con ese organismo, a través de los órganos centralizados de prevención, que 
prevé el artículo citado que “tendrán por función la intensificación y canalización de la 
colaboración de las profesiones colegiadas con las autoridades judiciales, policiales y 
administrativas responsables de la prevención y represión del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo, sin perjuicio de la responsabilidad directa de los profesionales 
incorporados como sujetos obligados. La incorporación a los servicios centralizados en 
caso de Notarios y Registradores es obligatoria.”

c) Abstención. 

 El deber de abstención se regula en el Artículo 19, conforme al cual, los sujetos 
obligados se abstendrán de ejecutar cualquier operación de las señaladas en el artículo 
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precedente, cuando dicha abstención no sea posible o pueda dificultar la investigación, 
los sujetos obligados podrán ejecutar la operación, efectuando inmediatamente una 
comunicación de conformidad con lo establecido en el artículo 18. La comunicación al 
Servicio Ejecutivo de la Comisión expondrá, además de la información a que se refiere el 
artículo 18.2, los motivos que justificaron la ejecución de la operación. Se entenderá por 
justa causa que motive la negativa a la autorización del notario o su deber de abstención 
la presencia en la operación bien de varios indicadores de riesgo de los señalados por el 
órgano centralizado de prevención o bien de indicio manifiesto de simulación o fraude de 
ley. Para ello, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 24, el notario recabará del cliente 
los datos precisos para valorar la concurrencia de tales indicadores o circunstancias en la 
operación. Respecto de los registradores, la obligación de abstención a que se refiere este 
artículo en ningún caso impedirá la inscripción del acto o negocio jurídico en los registros 
de la propiedad, mercantil o de bienes muebles.

 Estas medidas se aplicarán con mayor o menor flexibilidad atendiendo al riesgo y 
dependiendo del tipo de cliente, aplicándose a cualquiera sin distinción, salvo los exceptuados, 
legal o reglamentariamente, y a las relaciones de negocios, productos u operaciones. 

 Los sujetos obligados deberán estar en condiciones de demostrar a las autoridades 
competentes que las medidas adoptadas tienen el alcance adecuado. Si no pueden aplicar estas 
medidas, no establecerán relaciones de negocio ni ejecutarán operaciones, sin que incurran 
en este caso en responsabilidad. Exceptúanse del ámbito de aplicación de las medidas a: Las 
entidades de derecho público, las financieras, las sociedades con cotización en bolsa y las 
que se determinen mediante Orden del Ministro de Economía y Hacienda. 

 Los sujetos obligados extremarán las medidas de diligencia en supuestos de alto 
riesgo de blanqueo de capitales o financiación del terrorismo, como los de actividad de 
banca privada, servicios de envío de dinero y operaciones de cambio de moneda extranjera, 
operaciones propicias al anonimato y nuevos desarrollos tecnológicos.

 Los sujetos obligados no revelarán la  información al Servicio Ejecutivo de la 
Comisión, y conservarán durante un período mínimo de diez años, a contar desde la 
terminación de la relación de negocios o la ejecución de la operación, la documentación 
en que se formalice el cumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente Ley, 
almacenando en soportes ópticos, magnéticos o electrónicos seguros, la copia de los 
documentos exigibles en aplicación de las medidas de diligencia debida y el Original o 
copia con fuerza probatoria de los documentos o registros que acrediten adecuadamente las 
operaciones, los intervinientes en las mismas y las relaciones de negocio.

4.- Obligaciones de los intervinientes en el acto u operación.

a) Obligación de declarar

 Dicha obligación se regula en el artículo 34 que dispone:
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 1. Deberán presentar declaración previa en los términos establecidos en el presente 
Capítulo las personas físicas que, actuando por cuenta propia o de tercero, realicen los 
siguientes movimientos:
 a) Salida o entrada en territorio nacional de medios de pago por importe igual o 
superior a 10.000 euros o su contravalor en moneda extranjera.
 b) Movimientos por territorio nacional de medios de pago por importe igual o 
superior a 100.000 euros o su contravalor en moneda extranjera.

 2. A los efectos de esta Ley se entenderá por medios de pago:
 a) El papel moneda y la moneda metálica, nacionales o extranjeros.
 b) Los cheques bancarios al portador denominados en cualquier moneda.
 c) Cualquier otro medio físico, incluidos los electrónicos, concebido para ser 
utilizado como medio de pago al portador.

 La declaración establecida en el presente artículo se ajustará al modelo aprobado 
por el Ministerio de Economía y Hacienda.

 El medio de pago  deberá estar firmado y ser presentado por la persona que lo 
transporte, conteniendo datos veraces sobre el portador, propietario, destinatario, importe, 
naturaleza, procedencia, uso previsto, itinerario y modo de transporte de los medios de 
pago y deberá ir acompañado de la oportuna declaración debidamente diligenciada y ser 
transportado por la persona consignada como portador. □

Pedro Fandos Pons
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Nos Escribe

RESEÑA  BIBLIOGRAFICA

- Obra: “DErECHO PrIVaDO Y GESTION UrbaNISTICa (aSPECTOS SUSTaNTIVOS Y rEGISTralES)”
- EDITOrIal: la lEY, GrUPO WOlTErS KlUWEr

- COlECCIóN: TEmaS la lEY
- PáGINaS: 454

 No es fácil aunar un tema de Derecho privado y un tema de urbanismo, inmerso 
en el Derecho administrativo. Y la dificultad se acrecienta cuando se penetra en el 

campo del Derecho hipotecario (rectius,  Derecho inmobiliario registral). Ello es superado 
por la autora, acreditada jurista que une en su haber la función docente e investigadora, 
como Profesora de Derecho civil en la Universidad de Valencia y autora de innumerables 
publicaciones,  y la función judicial y práctica como magistrada.

 Como dice ella misma en su introducción, el desenvolvimiento de la gestión 
urbanística  alcanza a situaciones y relaciones jurídicas del Derecho civil, generando una 
zona de intersección, en la que el civilista apenas se ha asomado. La obra, sigue diciendo la 
autora, nace con la pretensión de cubrir esta carencia y proporcionar un enfoque sistematizado 
de la ordenación territorial urbana, desde el punto de vista del Derecho civil.

 La obra se divide en dos partes, como se indica desde su propio subtítulo. La primera, 
aspectos sustantivos; la segunda, aspectos registrales.

 La primera parte comienza tratando de la incidencia de la normativa urbanística y 
del planeamiento en la determinación del contenido de la propiedad del suelo y la defensa 
del derecho de propiedad inmobiliaria, destacando, desde la primera línea, la función social 
que la Constitución  Española atribuye a la propiedad. Estudia con detalle el estatuto jurídico 
del propietario inmobiliario en el Real Decreto legislativo 2/2008, 20 de junio, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley del Suelo. A continuación, hace una consideración 
especial, refiriéndose a la defensa del derecho de propiedad inmobiliaria, de la acción del 
artículo 49 de dicho Real Decreto, ante los Tribunales ordinarios: posibilidad alternativa de 
actuación, bien en el ámbito del Derecho Privado o en el del Público, para obtener un mismo 
resultado; en todo caso, destaca que nunca las actuaciones urbanísticas pueden limitar el 
derecho de propiedad.

 Un segundo y extenso capítulo de esta primera parte lleva por título “desarrollo 
urbanístico, contratación privada y terceros adquirentes, cuestiones escogidas”. Comienza 
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tratando las actuaciones más frecuentes que, en el ámbito de desarrollo urbanístico, plantean 
específicos problemas jurídicos entre las partes contratantes de una relación privada. Son: la 
alteración de las condiciones urbanísticas de los inmuebles y su incidencia en la contratación 
entre particulares; la obra pública y la obra privada, su normativa, jurisdicción, influencia de 
la regulación civil; atribución constitucional de competencias y  legislación civil autonómica 
en materia de construcción y vivienda; la responsabilidad decenal del artículo 1591 del 
Código civil y  la Ley de Ordenación de la Edificación; la responsabilidad objetiva del 
constructor y del promotor profesionales por los daños causados por defectos en la vivienda; 
problemática específica de la compraventa de viviendas en construcción: ley 57/1968, 27 de 
julio. Acaba este segundo capítulo de la primera parte, analizando la situación de los terceros 
ante el desarrollo urbanístico.

 La segunda parte, como se ha apuntado,  trata de los aspectos registrales y  contiene 
tres capítulos. El primero de ellos hace una consideración general sobre urbanismo y 
Registro de la Propiedad donde destaca que la vinculación y relaciones entre las actuaciones 
urbanísticas y  el Registro de la Propiedad constituye un importante materia con repercusiones 
en el ámbito público y en el de las relaciones entre particulares y también entre éstos y la 
Administración; el Registro de la Propiedad es un imprescindible instrumento al servicio de 
la Administración en el desarrollo de su actividad de planeamiento y control urbanísticos;  a 
ello contribuye eficazmente en el Real Decreto 1093/1997, de 4 julio.

 El segundo de los capítulos de esta segunda parte, muy extenso, estudia con 
detalle los actos inscribibles, con especial consideración de la constancia registral del 
expediente de equidistribución. Y en el tercero de los capítulos, los supuestos especiales 
de tramitación y adjudicación de fincas en la reparcelación y la problemática relativa a las 
fincas y aprovechamientos de origen, como son la inmatriculación de las fincas de origen, su 
reanudación del tracto sucesivo, supuestos de doble matriculación, el supuesto de fincas de 
titularidad desconocida o controvertida o limitada y, por último, el supuesto especial de las 
fincas edificadas.

 Acaba la obra con una relación de bibliografía muy completa. En definitiva, es una 
obra muy trabajada y muy bien expuesta; muy útil para el estudioso y muy práctica para 
el ejercicio del Derecho. La autora cumple sobradamente la pretensión que anuncia en su 
introducción: cubre la carencia que se observa en el estudio de la relación del Derecho 
privado y del Derecho público sobre la actividad urbanística y proporciona un enfoque 
sistematizado de los asuntos que surgen en el desarrollo de las actuaciones tendentes a la 
ordenación territorial urbana. □

D. Xavier O´callaghan
Magistrado del tribunal Supremo. Catedrático de Derecho civil.
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1. IMPORTANCIA DE LA DIRECTIVA 

La aprobación de la Directiva 2007/2/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
14 de marzo de 2007, por la que se establece una Infraestructura de Información espacial en 
la Comunidad Europea (INSPIRE) supone, con la aparición de su Geoportal (cuyo objeto 
es dar publicidad de ámbito continental) el reconocimiento normativo expreso del aspecto 
gráfico en el derecho de acceso a la información territorial.

Efectivamente,  aunque el objetivo inicial  de la Directiva “Inspire” consista en fijar 
normas generales para el  establecimiento de una infraestructura de información espacial 
orientada a la aplicación de políticas comunitarias de medioambiente (Art. 1), resulta 
evidente que si se consigue crear una  primera Infraestructura de Datos Espaciales (IDE) a 
nivel europeo, la misma no solo tendrá fines medioambientales, sino que será de utilización 
general para cualquier agente económico, para cualquier autoridad política que trabaje con 
el territorio y, sobre todo, para cualquier consumidor o usuario.

Por lo demás, la materia jurídico medioambiental resulta especialmente atractiva, 
dada su novedad y por lo tanto la ausencia de obstáculos histórico normativos de tradición en 
los estados miembros de la Unión. Probablemente esta temática se convierta en el vehículo 
vertebrador de una primera legislación realmente unificada a nivel europeo. De ahí su 
importancia general.

2. IMPORTANCIA DE LA DIRECTIVA PARA LOS REGISTRADORES

Para los Registradores españoles la participación en la  Infraestructura de Datos 
Espaciales “Inspire” a través de la incorporación de nuestras bases gráficas registrales al 
“Geoportal” previsto en la Directiva europea resulta esencial en la defensa de nuestra función, 
que no es otra que la de prestar el servicio público que se nos requiere:

- Fundamentalmente porque las bases gráficas registrales suponen la traducción al 
lenguaje geográfico de los principios hipotecarios que inspiran nuestra tradición 
literaria registral. Los principios hipotecarios tienen una traducción real al mundo 
gráfico hasta hace poco tiempo desconocida e Inspire es el vehículo normativo más 
adecuado para poner de manifiesto todos los aspectos de esta cuestión.

- Ello implica dar difusión universal al sistema de publicidad diseñado por la legislación 
hipotecaria. La conexión del “Geoportal Inspire” (donde se localizaría la trama de 
bases gráficas registrales) a nuestro sistema de publicidad telemático “FLOTI”,  
aumentaría significativamente el número de peticiones de publicidad que  se efectúa 
en la actualidad, facilitando la localización de las fincas. Serviría de motor en la 
regeneración de un nuevo ciclo de expansión económica.

- Nuestra participación como Registradores en Inspire  implica la integración a nivel 
europeo de nuestro sistema registral como un modelo estable de referencia. Si la 
participación del Sistema de Bases Graficas registrales español en el proyecto Inspire 
se demuestra eficaz, las modificaciones legislativas que se produzcan en el futuro 
sobre la materia resultarán armónicas, lógicas y evitarán decisiones que, por nuevas 
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o experimentales, pudieran llegar a  perjudicar a los usuarios.

- El proyecto Inspire supone en el ámbito registral la posibilidad de dotar de nuevas 
futuras funciones a nuestro sistema tradicional. Si al final se consigue “vertebrar” (esta 
es la palabra) toda la información territorial sobre el dominio inmobiliario inscrito en 
los Registros de la Propiedad, nuevas aportaciones en materia tributaria, urbanística o 
medioambiental resultan evidentes. No se trata de que todo el territorio bascule sobre 
el Registro de la Propiedad, se trata de poner nuestra institución al servicio de las 
necesidades ciudadanas y permitir una real interoperabilidad (sin que ello signifique 
que no puedan existir otros muchos otros modelos de interoperabilidad) con el resto 
de datos espaciales que pudieran resultar de interés o utilidad para los ciudadanos.

3. PRESENCIA FORMAL  DE LA INFORMACION REGISTRAL EN 
LA NORMATIVA  INSPIRE

3.1 Ausencia  de  la información registral en el texto de la Directiva Inspire

La participación de la información registral española  en el proyecto Inspire no estaba 
claramente recogida en la Directiva cuando esta fue publicada; es cierto que en su texto se 
habla de propiedad, de fincas y de aspectos jurídicos del territorio, pero se puede interpretar, 
de hecho así inicialmente se ha hecho, que dicha información aparentemente puede ser 
suministrada por los Catastros.

Si en el texto inicial no se encontraba recogida la aspiración registral aludida, si 
podía estarlo con posterioridad en las “Implementing rules” o reglamentos de desarrollo 
de las diferentes temáticas recogidas en los anexos de la Directiva Inspire. Y si en estos no 
acababa siendo recogido el reconocimiento a la información gráfica registral, como de hecho 
no lo ha sido, aun cabía la segunda posibilidad de que en el texto legal  de trasposición de la 
Directiva al ordenamiento jurídico interno español se diese justa y específica cobertura a tal 
información.

 Eran tres, pues, los posibles ámbitos de reconocimiento normativo de la función 
registral, de las fincas registrales, de su representación gráfica:

3.2 Ausencia de la información registral en las “Implementing rules” o reglamentos de 
desarrollo de la Directiva

Dice el texto de la Directiva que  Inspire tiene por objeto el establecimiento de unas 
“normas generales”, sin embargo la ejecución de dichas normas generales se llevará a cabo 
a través de la determinación de unas “normas de ejecución” (Implementing rules).

El objetivo esencial de esa forma de trabajo consiste en  la creación de “metadatos”

Art. 5. 1: “Los Estados miembros se asegurarán de que se creen metadatos para los 
conjuntos y servicios de datos espaciales que correspondan a los temas enumerados 
en los anexos I, II y III y de que se actualicen dichos metadatos” 
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En lo que a la información registral respecta, el tema de interés  respecto al cual es 
preciso determinar normas de ejecución en la creación de sus metadatos, es el que aparece 
en el punto 5 del Anexo I:

“5. Direcciones: Localización de las propiedades, basada en identificadores de 
direcciones, por ejemplo, el nombre de la vía pública, el número de la finca, el código 
postal.”

El plazo para determinar las normas con arreglo a las cuales han de ejecutarse las disposiciones 
de la Directiva es el establecido en el artículo 5.4 de la Directiva:

Art.5.4: “Las normas de ejecución del presente artículo serán adoptadas antes 
del 15 de mayo de 2008, de conformidad con el procedimiento de reglamentación 
mencionado en el artículo 22, apartado 2”

Una vez aprobadas las normas de ejecución, el calendario para llevarlas a cabo, para 
ejecutarlas normativamente en el caso de la temática de propiedad es el que se establece en 
el artículo 6, letra a) de la Directiva:

Art. 6,a): “a mas tardar dos años después de la fecha de adopción de las normas 
de ejecución de conformidad con el articulo 5, apartado 4, en lo que se refiere a los 
conjuntos de datos espaciales que traten los temas recogidos en los anexos I y II”

Por lo tanto: 

1. La Directiva ya ha sido aprobada y publicada (DOUE, 25 de abril de 2007).

2. Las normas de ejecución de las normas generales aprobadas en la Directiva ya 
han sido definitivamente aprobadas antes del 15 de mayo de 2008, en cuanto a 
la determinación de los contenidos esenciales que deben contener los metadatos. 
Respecto a las normas de ejecución para la determinación del contenido mínimo de 
la interoperatividad el plazo es diferente.

Art. 7.1: “Las normas de ejecución por las que se establezcan las disposiciones técnicas 
correspondientes a la interoperabilidad y, cuando será posible, la armonización de 
conjuntos y servicios de datos espaciales …..,  (art. 7.5) a mas tardar antes del 15 
de mayo de 2009 

3. Y la ejecución efectiva de dichas normas de ejecución, es decir la materialización 
concreta de su contenido, en lo que a la información sobre propiedad inmobiliaria 
inscrita se refiere, se debe llevarse a cabo antes del 15  de mayo del 2010.

Lo que si parecía evidente en aquellos primeros momentos de publicación de la 
Directiva “Inspire”  era  la posibilidad de que los expertos registrales españoles pudieran 
participar con su presencia en los trabajos preparatorios de los reglamentos de ejecución. 

Art.7.5: “Los representantes de los Estados miembros a nivel nacional, regional 
y local y otras personas físicas o jurídicas que, por su función dentro de la 
infraestructura de información espacial tengan un interés en los datos espaciales de 
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que se trate, incluidos los usuarios, productores, proveedores de servicios de valor 
añadido u organismos coordinadores, tendrán la oportunidad de participar en los 
debates preparatorios sobre el contenido de las normas de ejecución a que se refiere 
el apartado 1, antes de su estudio por parte del Comité a que se refiere el articulo 
22, apartado1 “.

El procedimiento para ello era el establecido en el artículo 18, primer párrafo en 
combinación con lo dispuesto en el artículo 19.1:

Art. 18 : “ Los Estados miembros garantizarán que se designen, en los diferentes 
niveles de gobierno, las estructuras y mecanismos adecuados para coordinar la 
contribución de todos aquellos que tengan un interés en sus infraestructuras de 
información espacial”

Art. 19: “Cada Estado miembro designará un punto de contacto, por lo general una 
autoridad pública, que se encargue de los contactos con la Comisión en relación con 
la presente Directiva. Este punto de contacto estará apoyado por una estructura de 
coordinación que tenga en cuenta el reparto de competencias y responsabilidades en 
los Estados miembros.”

Había que acceder formalmente a ese “punto de contacto” para hacerle ver nuestro 
interés en incorporar al Geoportal Inspire la capa de información registral. 

Y aunque creo sinceramente que resultaba entonces y resulta hoy de interés general 
defender la necesidad de incorporar una capa de información sobre titularidades dominicales 
con efectos frente a terceros (registrales), como plus añadido a la simple capa de titularidades 
indiciarias (catastrales), sin embargo la participación de expertos en materia registral que 
desde el Colegio de Registradores de España se postuló y que fue apoyada por la IDEE como 
punto de contacto de Inspire,  fue en su momento rechazada desde Europa y el grupo de 
trabajo (Tematic working group) que tenía por objeto el desarrollo de la temática “Cadastral 
parcels” acabó sus trabajos sin la participación registral española y sin referencia específica 
alguna a una capa de información territorial estrictamente registral.

3.3 Posible presencia de la información registral en la trasposición de la Directiva al 
ordenamiento jurídico español

Por eso, tras el fracaso de la constancia  registral española en las “Implementing 
rules” de Inspire, resultaba  muy importante defender un encaje, aunque fuera latente, de las 
reglas de nuestro sistema hipotecario entre las definiciones que la propia Directiva Inspire 
establece.

Y ello era así porque, de poder demostrar el encaje pretendido,  la ley de  trasposición 
de la Directiva al ordenamiento español podía aun ser el lugar normativo adecuado para 
recoger la aspiración registral española.

Correspondía en consecuencia entonces analizar en primer lugar si la Directiva 
Inspire concede cobertura normativa a nuestro sistema registral en su expresión gráfica y en 
tal caso, ejecutar las actuaciones necesarias para hacer efectiva dicha participación.
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Para comprobar si la información registral, tal y como la conocemos a través de la 
legislación española, es adecuada para poder ser reconocida como una más de las capas 
informativas a que se refieren los Anexos de la Directiva Inspire era necesario demostrar la 
posibilidad de su presencia tanto desde un punto de vista objetivo o material como desde un 
punto de vista subjetivo o formal.

4. PRESENCIA MATERIAL DE LA INFORMACION REGISTRAL EN 
LA NORMATIVA INSPIRE

El artículo cuarto señala que la Directiva se aplicará a “los conjuntos de datos espaciales” 
que cumplan cuatro condiciones:

1- Que se refieran a la zona geográfica de cualquier Estado miembro. 
2- Que estén en formato electrónico.
3- Que obren en poder o de autoridades publicas o de terceros.
4- Que traten de alguno de los temas recogidos en los Anexos I, II o III.

4.1 Correspondencia entre las definiciones de la Directiva Inspire y los conceptos básicos 
de nuestra legislación hipotecaria.

El concepto de dato espacial, según el artículo 3.2 de la Directiva, se puede definir como 
“cualquier dato que, de forma directa o indirecta, haga referencia a una localización”

Las  fincas registrales son datos espaciales, en cuanto se definen como porciones de 
terreno delimitadas por el dominio de una o varias personas.

Directamente relacionados con dicho concepto existen en la Directiva otras 
definiciones  igualmente aplicables a los términos que tradicionalmente emplea nuestra 
técnica hipotecaria . 

Se trata  de establecer la correspondencia conceptual entre algunas definiciones 
básicas contenidas en el artículo 3 de la Directiva y algunos de los tradicionales conceptos 
que maneja el Derecho Hipotecario español.

Los siguientes:

- OBJETO ESPACIAL. El art. 3.5 de la Directiva define este concepto como la 
representación abstracta de un fenómeno real que corresponde a una localización o zona 
geográfica específica.

La finca registral es un objeto espacial que se puede definir como la porción de 
territorio delimitada por el dominio de una o varias personas susceptible de ser inscrita en el 
Registro de la Propiedad.  

- DATOS ESPACIALES. El art. 3.2 de la Directiva los define como cualquier dato 
que, de forma directa o indirecta, hagan referencia a una localización o zona determinada.
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El fenómeno real cuya representación abstracta es la finca registral, se compone de una 
serie de datos espaciales que contribuyen a determinar su exacta localización. Distinguiendo 
los meros atributos de los verdaderos datos espaciales, la finca registral se descompone en 
una serie de ellos que permiten su localización sobre el territorio.

Ejemplos:

- Dato espacial de Naturaleza: Si es rústica o urbana. 

- Dato espacial  de Situación: Lugar, pago o partido si es rústica. Calle y número  si  
 es urbana.

- Dato espacial de Superficie: acudiendo al sistema métrico decimal

- Dato espacial de Linderos: al norte, sur, este y oeste

 
- CONJUNTOS DE DATOS ESPACIALES. El art.3.3 de la Directiva los define 

como recopilación identificable de datos espaciales.  

Un ejemplo de conjuntos de datos espaciales en nuestra legislación hipotecaria está 
constituido por los índices de personas y de fincas.

 
- METADATOS. El art. 3.6 de la Directiva los define como  la información que 

describe los conjuntos y servicios de datos espaciales y que hace posible localizarlos, 
inventariarlos y utilizarlos.

La base gráfica registral es una información sobre el objeto espacial finca registral.
El metadato relativo al tema recogido en el punto 5 del Anexo I de la Directiva Inspire, 

esto es la localización de propiedades, basada en el identificador de dirección, “número de 
finca registral”,  en realidad es la BASE GRAFICA REGISTRAL.

- SERVICIOS DE DATOS ESPACIALES. El Art.3.4 de la Directiva los describe 
como operaciones que puedan efectuarse, a través de una aplicación informática, sobre los datos 
espaciales contenidos en dichos conjuntos de datos o en los metadatos correspondientes.

Las operaciones sobre el conjunto de datos espaciales “fincas registrales” se llevan 
a cabo a través de la aplicación informática denominada GEOREG. Georeg es un Sistema 
de Información Geográfica (SIG) específicamente destinado a configurar bases gráficas 
registrales y a publicar su configuración con una doble finalidad:

1)- Facilitar al usuario el acceso al contenido de la información registral.

2)- Contrastar la información registral con el resto de la información territorial.

- INTEROPERABILIDAD.  El art. 3.7 de la directiva describe la interoperabilidad 
como la posibilidad de combinación de los conjuntos de datos espaciales y de interacción de 
los servicios, sin intervención manual repetitiva, de forma que el resultado sea coherente y 
se aumente el valor añadido de los conjuntos y servicios de datos. 
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En nuestro caso la interoperabilidad entre la información gráfica y la alfanumérica 
o literaria se lleva a cabo mediante la información asociada  a la base gráfica registral a 
través del mecanismo informático diseñado en el artículo 9.1 de la Ley hipotecaria en su 
último párrafo cuando dice:

“Los registradores dispondrán de aplicaciones informáticas para el tratamiento 
de bases gráficas que permitan su coordinación con las fincas registrales y la 
incorporación a éstas de la calificación urbanística, medioambiental o administrativa 
correspondiente”.

Las bases gráficas registrales interoperan con el resto de la información territorial, 
a través de un proceso bidireccional, que permite el suministro de información registral en 
sentido estricto y cuando no sea así, permite el suministro de la información territorial como 
información asociada a la base gráfica registral.

Se podría perfectamente establecer un cuadro de correspondencias entre las 
definiciones de la Directiva Inspire y los conceptos hipotecarios tradicionales:

DENOMINACION            CONCEPTO CENTRAL      TADUCCION REGISTRAL
------------------------------------------------------------------------------------------------------

OBJETO ESPACIAL               “fenómeno real”                  Finca registral
------------------------------------------------------------------------------------------------------

DATOS ESPACIALES                   “dato”                       Naturaleza, situación,
                                                                                          superficie y linderos.

------------------------------------------------------------------------------------------------------
CONJUNTOS DE DATOS 

ESPACIALES                             “recopilación”                         Índices
------------------------------------------------------------------------------------------------------

METADATOS                             “información”          La base gráfica registral
------------------------------------------------------------------------------------------------------

SERVICIOS DE DATOS 
ESPACIALES                              “operaciones”                       Geobase

------------------------------------------------------------------------------------------------------
INTEROPERABILIDAD             “interacción”                Información asociada 

------------------------------------------------------------------------------------------------------

Por lo tanto, resulta obvio que la Directiva es perfectamente aplicable a nuestro 
Sistema de Bases Gráficas Registrales, ya que además el mismo se halla referido al ámbito 
espacial del territorio español y se encuentra en formato electrónico.

Ahora bien, el encuadre objetivo de la materia registral dentro del ámbito de la 
Directiva Inspire, aunque como hemos visto es perfectamente posible, en este momento no 
resulta tan sencillo. La Directiva trata en su Capítulo II de los Metadatos y en su Capítulo III 
de Interoperabilidad de conjuntos y servicios de datos espaciales

Si nuestros metadatos (la información que proporcionamos por ventanilla), nuestra 
interoperabilidad y nuestros servicios en red, no se ajustan (y por el momento no lo hacen) 
a las disposiciones de la Directiva, no tendremos cabida en el proyecto. Examinemos cada 
uno de ellos.
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4.2 Necesidad de adaptar nuestros Metadatos a las condiciones de la Directiva Inspire

El metadato, el documento informativo donde se recogen todos los datos de la base 
gráfica registral,  en la actualidad esta constituido por:

1- La ortofotografia del terreno, sin mayor especificación.
2- Un perímetro lineal delimitatorio de la base gráfica registral, con etiqueta 

identificativa.
3- El logotipo de Registradores de España.
4- El Registro de la Propiedad donde se encuentra inscrita la finca.
5- El número de finca registral en el término municipal correspondiente.
6- Superficie de la base gráfica y la longitud de su perímetro.
7- Escala, fecha, proyección UTM y fecha de la ortofoto.

Hay que examinar si estas características son suficientes para satisfacer las exigencias 
del artículo 5 de la Directiva Inspire.

El artículo 5. 2 de la Directiva señala:

“Los metadatos incluirán información sobre los siguientes aspectos:

a) la conformidad de los conjuntos de datos espaciales con las normas de ejecución  
 (“Implementing rules”) a que se refiere el artículo 7, apartado 1

Esta conformidad supongo que no consistirá en una declaración unilateral por nuestra 
parte de que cumplimos con el procedimiento de reglamentación con control previsto en el 
art. 22,3 sino que dicha declaración tendrá que ser emitida por la autoridad pública designada 
por la Comisión como punto de contacto, cuando no, por el reconocimiento normativo 
expreso de dicha conformidad

a.) las condiciones que rigen el acceso a los conjuntos y servicios de datos espaciales 
y su utilización y, en su caso, las tasas correspondientes. 

En  cuanto  al acceso a los conjuntos de nuestros datos espaciales,  hemos pasado de 
un punto donde dicho acceso se hallaba  restringido  a su simple emisión por ventanilla,  al  
sistema actual donde nuestras bases graficas registrales se pueden visualizar en el visor de la 
IDEE y en el particular aportado por el Colegio de Registradores.

Sin embargo este punto requiere un  desarrollo consistente básicamente en la 
implantación  efectiva de un visor universal actualizable de bases gráficas registrales conectado 
con “floti” como procedimiento tecnológico de obtención de notas simples informativas de 
las fincas y en el establecimiento de la tasa correspondiente.

b) la calidad y validez de los conjuntos de datos espaciales 

Es preciso definirse sobre el valor jurídico que tiene la validación de una base gráfica 
registral y ello proponiendo desde la corporación registral a través del órgano competente, 
esto es el propio Colegio de Registradores, un borrador de norma (por otro lado absolutamente 
necesario como veremos mas adelante) a las autoridades públicas competentes.
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c) las autoridades públicas responsables del establecimiento, gestión, mantenimiento 
y distribución de los conjuntos y servicios de datos espaciales.

Este punto se encuentra también sin definir. Parece lógico que seamos los Registradores 
de la Propiedad quienes debamos postularnos como responsables al efecto, por supuesto en 
la materia que nos afecta, la de las bases gráficas registrales.   

d) las limitaciones del acceso público y las razones de dicha limitación, con arreglo 
a lo dispuesto en el artículo 13.

Este punto se refiere a toda la cuestión de protección de datos que, en materia de 
Bases Gráficas Registrales, tampoco se encuentra desarrollada. 

3. Los Estados miembros tomarán las medidas necesarias para garantizar que los 
metadatos estén completos y tengan calidad suficiente para cumplir el objetivo establecido 
en el artículo 3, punto 6 (que es el que establece la definición de metadato) 

4.3 Necesidad de adaptar las condiciones de Interoperabilidad registral a la Directiva 
Inspire

El artículo 7.1 de la Directiva dice con respecto a la interoperatividad de los conjuntos 
y servicios de datos espaciales lo siguiente:

“….. En la elaboración de las normas de ejecución se tendrán en cuenta los requisitos 
pertinentes de los usuarios, las iniciativas existentes y las normas espaciales, así como la 
viabilidad y rentabilidad…..”

Por su parte el artículo 7.2 señala:

“Como base para el desarrollo de las normas de ejecución previstas en el apartado 
1, la Comisión llevará a cabo análisis para garantizar la viabilidad y proporcionalidad de 
las normas en términos de costes y beneficios previstos …..”

En base a ello resulta imprescindible redactar  por parte del estado español, y la 
iniciativa ha de partir del Colegio de Registradores, un documento de estrategia que lleve a 
cabo los trabajos de elaboración de las normas de ejecución, aunque dentro de las mismas ya 
no tenga cabida. Una estrategia que habría de tener como líneas básicas las siguientes: 

1. Nuestras bases gráficas son completamente accesibles a todo el mundo (recinto y 
etiqueta) y de manera absolutamente gratuita.

2. El documento donde se certifique que la base gráfica ha sido validada por el 
Registrador, está sometido al concepto arancelario de otras certificaciones.

3. Y el contenido jurídico del folio registral no es accesible sino a través de nota 
simple informativa o certificación, ambas alfanuméricas o literarias,  mediante el devengo 
del oportuno arancel.
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4. Que  para lograr la conexión entre la base grafica y el contenido registral de la 
finca a que se refiere, la interoperatividad interna registral  con el servicio de suministro 
de publicidad telemática denominado FLOTI (Fichero Localizador de titularidades)  es 
indispensable.

5. Que la certificación que suministre al usuario información urbanística, ambiental 
o administrativa asociada a la base gráfica registral devengará igualmente ingresos por 
concepto arancelario de otras certificaciones.

6. Que cualquier tasa que se establezca en cumplimiento de lo dispuesto en la Directiva 
Inspire  ha  de ser progresiva en función de los servicios que se requieran y ha de cubrir como 
mínimo  en cada caso todos los costes arancelarios reseñados. 

En cuanto a los aspectos de interoperatividad de datos espaciales el artículo 8.2 
establece lo

siguiente:

“Las normas de ejecución atenderán a los siguientes aspectos de los datos 
espaciales:

a) un marco común de identificación única de los objetos espaciales que sirvan de 
referencia para situar los identificadores en los sistemas nacionales a efectos de garantizar 
la interoperatividad entre ellos

b) la relación entre objetos espaciales
c) los principales atributos y el correspondiente tesauro multilingue que, en general, 

son necesarios para políticas que puedan tener repercusión en el medio ambiente.
d) la información sobre la dimensión temporal de los datos.
e) las actualizaciones de los datos. 

Y el artículo 8.3 señala :

“Las normas de ejecución estarán diseñadas para asegurar que exista una coherencia 
entre los elementos informativos relativos a un mismo lugar o entre los relativos a un mismo 
objeto, representado en diferentes escalas.”

Estos preceptos exigen que nos pongamos a trabajar con el Catastro, amen de otras 
entidades, en la interoperabilidad de nuestros datos identificativos inmobiliarios y los del 
resto de entidades generadoras de información territorial. 

De ahí que participación de la información gráfica registral  en el proyecto IDEE sea 
absolutamente imprescindible para defender la naturaleza jurídica de nuestras bases gráficas 
registrales y la forma de identificarlas que es el número de la finca registral (IDUFIR), 
compatible y complementario del concepto de la referencia catastral.    
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5. PRESENCIA SUBJETIVA DE LA INFORMACION REGISTRAL EN 
LA NORMATIVA INSPIRE

La letra c) del artículo 4 establece como condición para aplicar la Directiva a una 
determinada temática que los datos espaciales relativos a la misma:

“Obren en poder de alguna de las partes que figuran a continuación, o de una entidad 
que actúe en su nombre:

1. Una autoridad publica, después de ser producidos o recibidos por una autoridad 
publica, o sean gestionados o actualizados por dicha autoridad y estén comprendidos en el 
ámbito de sus actividades públicas.

2. Un tercero al que se hubiera facilitado el acceso a la red con arreglo a lo dispuesto 
en el artículo 12. 

Los datos espaciales relativos al dominio inmobiliario inscrito en los Registros de la 
Propiedad españoles se hallan actualmente en la sede  de los Registros que en la actualidad 
trabajan con la herramienta informática de gestión gráfica registral denominada “Georeg”.

En función de lo dispuesto en el artículo 4 arriba reproducido, la cuestión que se 
suscita es la de si los Registradores de la Propiedad al frente de dichos Registros tenemos 
consideración de autoridades públicas o si por el contrario se nos considera terceros. 

5.1 Consideración de los Registradores como “autoridad pública” a los efectos de la 
Directiva “Inspire”

Art. 3.9 “autoridad pública”
a) El gobierno o cualquier administración pública nacional, regional  o local, 

incluidos los órganos públicos consultivos 

b) Las personas físicas o jurídicas que ejercen, en virtud del Derecho interno, funciones 
administrativas públicas, en particular funciones o servicios específicos relacionados con 
el medioambiente.

c) Cualquier otra persona física o jurídica que asuma responsabilidades o funciones 
públicas o preste servicios públicos relacionados con el medioambiente bajo la autoridad 
de una entidad o de una persona comprendida dentro de las categorías mencionadas en las 
letras a) o b).

Por lo tanto el artículo 3.9 de la Directiva define a las Autoridades públicas 
como:

a) El gobierno o cualquier administración 
b) Personas físicas o jurídicas que ejercen funciones administrativas públicas 
c) Personas que prestan  sus servicios públicos bajo la dependencia de alguno de 

los referidos en las letras anteriores. 
Los Registradores podríamos hallarnos encuadrados en alguno de los supuestos 
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previstos por las letras b) o c), nunca en el supuesto a) al situarnos dentro de la estructura del 
Ministerio de Justicia. Si aceptamos esta tesis, sería de aplicación directa lo dispuesto en el 
artículo 4.6 de la Directiva:

Art. 4.6: “No obstante lo dispuesto en el apartado 1, cuando los conjuntos de datos 
espaciales obren en poder de una autoridad pública o de una entidad que actúe en su 
nombre del nivel inferior de gobierno de un Estado miembro, la presente Directiva solo 
se aplicará a ellos si el Estado miembro ha establecido una normativa que requiera su 
recogida o difusión”

Por lo tanto se hace indispensable la existencia de una normativa que “requiera” la 
recogida y difusión de nuestro conjunto de datos espaciales. 

En el presente momento, tal normativa no existe. Las disposiciones de nuestra 
legislación hipotecaria (art.9 LH y 398 del RH) y la Instrucción de 2 de marzo de 2000, se 
limitan a permitir genéricamente a los Registradores validar el conjunto de datos espaciales 
relativo a la propiedad inmobiliaria inscrita, pero en ningún punto de nuestra legislación se 
“requiere” su recogida o difusión. 

Si queremos que la información registral participe en la infraestructura de información 
espacial que el proyecto “Inspire” supone, es preciso impulsar de inmediato la normativa 
que obligue a la recogida y difusión de nuestro Sistema de Bases Gráficas Registrales, como 
una operación mas de despacho registral ordinario.

Desde el Colegio de Registradores de España se ha impulsado la redacción de varios 
textos que pretendían ser borradores normativos (propuesta articulada y propuesta de bases 
para la ley de seguridad jurídica preventiva, propuesta de texto en desarrollo del modelo 
de información integral e integrada previsto por la denominada “hoja de ruta”, informes al 
anteproyecto de ley de economía sostenible, informe a la trasposición de la Directiva Inspire, 
etc). Ninguno ha sido recogido aun en texto normativo alguno. 

De entre todos ellos cabe destacar el, por el momento infructuoso informe del Colegio 
de Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles de España al borrador 
del anteproyecto de Ley (hoy en día proyecto de ley) POR LA QUE SE ESTABLECE LA 
INFRAESTRUCTURA NACIONAL DE INFORMACIÓN GEOGRÁFICA DE ESPAÑA Y 
SE TRANSPONE AL ORDENAMIENTO JURÍDICO ESPAÑOL LA DIRECTIVA 2007/2/
CE, DE 14 DE MARZO DE 2007 (INSPIRE).

PROPUESTA DE MODIFICACION

En el Anexo II, a la hora de tratar de los “DATOS TEMATICOS FUNDAMENTALES”, 
se olvida hacer tratamiento alguno de las fincas registrales. Por ello se informa sobre la 
necesidad de introducir el punto siguiente:

21. “Las fincas o dominios inmobiliarios inscritos en el Registro de la Propiedad, 
cuya situación o base geográfica quede gráficamente georreferenciada a través de la 
oportuna operación de calificación registral.” 

MEMORIA A LA PROPUESTA DE MODIFICACION:
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La capa geográfica de información registral no constituye “otro Dato Temático” 
incluible en el Anexo III del borrador, sino que entendemos que se trata de un “Dato 
Temático Fundamental” , puesto que la base gráfica registral no singulariza o desarrolla 
ningún aspecto concreto de la información contenida en el Anexo II, ni incorpora ninguna 
información adicional específica a la misma. 

Se trata de un tipo de dato geográfico independiente de cualquier otra naturaleza de 
datos espaciales existente y que viene a informar sobre la titularidad registral, única que 
posibilita el tráfico hipotecario y dota de reipersecutoriedad a las propiedades inmobiliarias 
con independencia de quien pueda en cada momento ser su titular.  

No se trata de “Información Geográfica de Referencia” porque carece del carácter 
general y subsidiario que ofrece por ejemplo la información catastral. Esto no significa 
que el Catastro en España pueda asumir la función propia del Registro de la Propiedad, 
las diferencias entre ambos tipos de información son evidentes y por si solas justifican la 
necesidad de constatación gráfica de ambas capas de información.

POR LO TANTO SE REIVINDICA LA CONSTANCIA DE LA FINCA REGISTRAL 
COMO UN OBJETO ESPACIAL ESENCIALMENTE DIFERENTE AL DE LA PARCELA 
CATASTRAL Y POR LO TANTO LA ESPECIFICACION DE SU EXISTENCIA EN LAS 
NORMAS DE EJECUCION A LA HORA DE TRATAR LOS TEMAS Y ALCANCE DE LOS 
ANEXOS DE LA DIRECTIVA INSPIRE 

Es por ello que la omisión de cualquier referencia a la información gráfica registral 
de la que venimos tratando creemos que constituiría una grave deficiencia de regulación 
normativa en el borrador de ley al que por la presente informamos, ya que dejaría fuera de 
su ámbito un amplio campo de relaciones jurídico inmobiliarias que solo se desarrollan en 
el  Registro de la Propiedad.  

Si al final  dicha propuesta normativa no ve la luz y en consecuencia se diese la 
absurda circunstancia de que los Registradores, como titulares de los Registros de la 
Propiedad (no olvidemos Oficinas Públicas) no tuviésemos la consideración de “autoridad 
pública” a los efectos de la Directiva Inspire, tendríamos que aspirar a gozar de la condición 
de “terceros”.

5.2 Consideración de los Registradores como “terceros” a los efectos de la Directiva 
“Inspire”

Vimos como el artículo 4 de la Directiva, al establecer las condiciones de los conjuntos 
de datos espaciales para que a los mismos fuese aplicable la propia Directiva, habla de que 
los mismos han de hallarse en poder:

Art.4.c) ii): de un tercero al que se hubiese facilitado el acceso a la red con arreglo 
a lo dispuesto en el artículo 12.

El artículo 3.10 se refiere a “tercero” como cualquier persona física o jurídica distinta 
de la autoridad pública. 
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Y por su parte el artículo 12 señala que:

“los Estados miembros garantizarán que se conceda a las autoridades públicas la 
posibilidad técnica de conectar sus conjuntos de datos y servicios espaciales a la red a que 
se refiere el articulo 11, apartado 1. Este servicio también se pondrá a disposición, previa 
solicitud, de terceros cuyos conjuntos de datos y servicios espaciales cumplan normas de 
ejecución que establezcan obligaciones con respecto, en particular, a metadatos, servicios 
en red e interoperabilidad”

Este precepto  exigirá a los Registradores, si queremos tener la consideración de 
“terceros” participantes de la infraestructura de datos espaciales, adecuar nuestros metadatos 
servicios e interoperabilidad a las normas básicas que establece la propia Directiva. Esta es 
una cuestión que ya ha quedado explicada anteriormente.  

La participación de terceros en el sistema no es directa, sino que ha de serlo a través 
de los Estados miembros. 

Art.1.2:” Inspire se basará en infraestructuras de información espacial establecidas 
y gestionadas por los Estados miembros”

Ahora bien, 

Articulo 4.5 :” En el caso de conjuntos de datos espaciales que cumplan con la 
condición establecida en el apartado 1, letra c), pero cuyos derechos de propiedad intelectual 
pertenezcan a un tercero, la autoridad pública podrá actuar con arreglo a la presente 
Directiva únicamente con el consentimiento de dicho tercero”

Este juego de relaciones significa que, en el supuesto en que esta circunstancia 
tuviese lugar,  los Registradores solo podríamos participar como terceros a través del Estado 
español, (incluso puede deducirse del propio texto de la Directiva que podríamos exigir 
nuestra participación ya que la base gráfica registral, como producto de tercero, no precisaría 
desarrollo normativo)  pero el Estado español no podría disponer libremente de la capa de 
bases gráficas registrales sin el consentimiento de sus autores, los Registradores, ya que al no 
ser reconocidos , a los efectos de Inspire, como autoridad pública, la primera consecuencia, a 
todas luces perniciosa no ya para el sistema registral, sino para toda la organización pública 
española,  es que los derechos de propiedad intelectual de más de diez millones de análisis 
espaciales de naturaleza registral (cifra actual de fincas identificas gráficamente) quedarían 
en el ámbito privado de sus “terceros” creadores, los Registradores. 

La creación de una base gráfica registral, supone autoría por parte del Registrador, 
siempre que este la valide y quede rastro fehaciente de dicha validación (“firma”) en el sistema 
informático habilitado al efecto. Si quienes realizan tal labor no son autoridades públicas, 
sino, a esos exclusivos efectos, solo profesionales “terceros”, entiendo que sería lógica la 
medida de registrar intelectualmente  la obra creada por el Registrador de la Propiedad.

Es discutible que  tal registro haya de hacerse a nombre de cada Registrador validante, 
o a nombre del Colegio de Registradores como propietario de la herramienta informática o  a 
nombre de una entidad “ad hoc” de naturaleza específica habilitada al efecto.  
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En cualquier caso, si los Registradores apareciesen como “terceros” sería procedente  
iniciar de inmediato todo el proceso de “blindaje intelectual” en función de lo dispuesto en 
el artículo 4.2 de la Directiva:

“en caso de que obren en poder de varias autoridades públicas, o de entidades que 
actúen en nombre de estas, copias múltiples idénticas del mismo conjunto de datos espaciales, 
la presente Directiva solo se aplicará a la versión de referencia de la que procedan las 
diferentes copias”

Como conclusión cabe afirmar que sería del todo aconsejable, no solo corporativamente, 
sino en aras del interés público general, la concesión del reconocimiento de “autoridad 
pública en el ámbito Inspire” para los Registradores  por parte del Estado español a través de 
la promulgación de la oportuna norma que requiera la “recogida” y “difusión” de las bases 
gráficas registrales por parte de sus autores, los Registradores. 

Ello significaría la consagración no ya del incipiente pero imparable Sistema de Bases 
Graficas Registrales, sino del Sistema Registral Español en Europa. □
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Concurso de Artículos

Segregación de terrenos rústicos bajo la unidad mínima de 
cultivo para construir casas unifamiliares: 

sí, es posible y sí, es legal

Con un terreno rústico común 
de dos hectáreas, sito en 

Comunidad Valenciana, compuesto por 
varias parcelas, se puede llegar a ser 
promotor inmobiliario “sostenible”, 
de manera absolutamente legal y 
favoreciendo una repoblación razonada 
del medio rural.

Según el artículo 201.1. de 
la Ley Urbanística Valenciana, toda 
parcelación o división de terrenos quedará 
sujeta a licencia municipal, salvo que el 
Ayuntamiento certifique o declare su 
innecesariedad.

Según el artículo 201.2. de la Ley 
Urbanística valenciana, la licencia de 
parcelación es innecesaria cuando : 

b) El correspondiente acto de 
disposición no aumente el número de 
fincas originariamente existentes y 
cumpla las normas sobre su indivisibilidad 
establecidas por razones urbanísticas;

Según el artículo 202 de la Ley 
Urbanística Valenciana, son indivisibles:

e) Las parcelas en suelo no 
urbanizable, y en suelo urbanizable sin 
programación, salvo que cumplan con los 
requisitos establecidos en su legislación 
reguladora.

Estos principios están recogidos 
también en la disposición adicional 
segunda punto 1 de la ley 10/2004, de 9 
de diciembre, de la Generalitat, del Suelo 
no Urbanizable, según la cual no podrán 
realizarse actos de división o segregación 
de fincas o terrenos, cualquiera que sea su 
finalidad, sin la obtención previa de licencia 
municipal de parcelación, salvo que el 
ayuntamiento declare su innecesariedad, 
o que en virtud de su legislación sectorial 
especifica quede exenta.

La disposición adicional segunda 
punto 4.b. de la ley 10/2004, de 9 de 
diciembre, de la Generalitat, del Suelo 
no Urbanizable, precisa que no podrán 
autorizarse actos materiales de división 
o segregación de fincas cuando exista 
una presunción legal de que tales actos 
tienen finalidad urbanística. Se presume la 
presencia de finalidad urbanística, cuando 
dé lugar a una finca de superficie inferior 
a la mínima exigible por esta ley para una 
vivienda aislada y familiar, salvo que no se 
aumente el número de fincas respecto de 
las antes existentes, por haber simultánea 
agrupación o agregación a finca o fincas 
colindantes de porción o porciones 
segregadas, siempre que ninguna de las 
fincas resultantes de tales operaciones, sea 
inferior a la calificada como indivisible en 

47



Lunes 430 ▪ Concurso de Artículos ▪ Nº478

alguna licencia o autorización anterior y, 
en su caso, se cumplan las normas sobre 
indivisibilidad establecidas por razones 
urbanísticas.

En otros términos, una segregación 
de terrenos rústicos cuando las fincas 
resultantes no dan lugar a fincas de 
superficie inferior a una hectárea, cual 
es, en Comunidad Valenciana, la mínima 
exigible para construir una vivienda aislada 
y familiar, y/o cuando no se aumenta 
el número de fincas, está totalmente 
autorizada. Una licencia de segregación 
sería además innecesaria cuando no se 
aumenta el número de fincas.

Imaginemos un caso teórico en lo 
cual tendríamos siete parcelas de menos de 
tres mil metros cuadrados cada una, con un 
total de dos hectáreas. Podríamos crear dos 
nuevas parcelas de una hectárea cada una, 
agrupando y segregando las parcelas más 
pequeñas de manera a tener las parcelas 
deseadas, sin tener que depender de la 
superficie propia de cada una (teniendo 
en cuenta la superficie y la ubicación de 
cada parcela, una sencilla agrupación 
podría dar una parcela de doce mil metros 
cuadrados y otra de ocho mil, lo que no 
permite la construcción de dos viviendas 
unifamiliares, pero solo de una).

No obstante esto, según el artículo 
24 de la Ley 19/1995, de 4 de julio, de 
modernización de las explotaciones 
agrícolas, la división o segregación de una 
finca rústica sólo será válida cuando no dé 
lugar a parcelas de extensión inferior a la 
unidad mínima de cultivo, cual es de 2,5 
Ha en secano y 0,5 Ha en regadío.

El problema de la prohibición 
de segregar bajo la Unidad Mínima 
de Cultivo parece ser un obstáculo 

insuperable e incompatible con lo expuesto 
anteriormente.

Pero, según el artículo 25.b, no 
obstante lo dispuesto en el artículo 24, 
se permite la división o segregación si 
la porción segregada se destina de modo 
efectivo, dentro del año siguiente a 
cualquier tipo de edificación o construcción 
permanente, a fines industriales o a otros 
de carácter no agrario, siempre que se 
haya obtenido la licencia prevista en la 
legislación urbanística y posteriormente 
se acredite la finalización de la edificación 
o construcción, en el plazo que se 
establezca en la correspondiente licencia, 
de conformidad con dicha legislación.

Volvemos pues a los principios 
desarrollados previamente sobre base de 
la Ley 10/2004.

De hecho, la ley 2/1997, de 13 de 
junio, del suelo no urbanizable respecto al 
régimen de parcelación y de construcción 
de viviendas aisladas en el medio rural, 
modificando la antigua ley 4/1992 de 
suelo no urbanizable (hoy la ley 10/2004), 
autorizaba ya la parcelación que da lugar 
a parcela inferior a la Unidad Mínima de 
Cultivo cuando no reduce la cabida de las 
fincas a menor superficie que la mínima 
exigible para la edificación de vivienda 
familiar. En este ámbito, esta ley regulaba 
ya las parcelaciones que no aumentan el 
número de fincas, por haber simultánea 
agregación a colindantes de porciones 
segregadas.

Nos queda por recordar y precisar 
en que condiciones se puede edificar una 
vivienda familiar en terreno rústico.

Según el artículo 21 de la ley 
10/2004, de 9 de diciembre, de la 
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Generalitat, del Suelo no Urbanizable, 
en suelo no urbanizable común, pueden 
realizarse viviendas aisladas y familiar 
que no contribuyan a la formación de 
núcleo urbano.

La mayoría de las Normas 
subsidiarias de planeamiento municipal 
consideran que existe posibilidad de 
formación de núcleo urbano cuando exista 
tres o mas viviendas en una superficie de 
terreno de una hectárea circundante a la 
edificación que se pretenda construir, 
incluida esta o que se den las circunstancias 
objetivas que demuestren la existencia 
de una encubierta parcelación urbana de 
terrenos.

Esto significa que si no hay otras 
casas (o solo una) en los alrededores muy 
próximos a las parcelas, se podría construir 
en principio dos casas.

Como dicho anteriormente, el 
artículo 21 de la ley 10/2004, de 9 de 
diciembre, de la Generalitat, del Suelo 
no Urbanizable prevé por su parte que 
la parcela mínima para la realización de 
obras es de 10.000 metros cuadrados.

En conclusión, la segregación 
de dos hectáreas de terreno rústico 
en dos parcelas de una hectárea para 
construir dos casas unifamiliares cuando 
no hay formación de núcleo urbano es 
perfectamente posible y legal.

Surge sin embargo la cuestión de 
la inscripción de las nuevas parcelas en el 
registro de la propiedad.

Para poder registrar las nuevas 
fincas, se precisa la licencia de segregación 
o declaración de innecesariedad.

Esta misma licencia de segregación 
o declaración de innecesariedad tendría 
que ser condicionada al otorgamiento de 
las correspondientes licencias de obra y a 
la posterior acreditación de la finalización 
de la edificación, en el plazo que se 
establezca en la correspondiente licencia, 
de conformidad con el artículo 25.b de la 
Ley 19/1995, de 4 de julio. Esto tendría 
que constar en la nota simple.

Pero, para poder otorgar las 
licencias de obra que tendrían en principio 
que aparecer en la nota simple, el 
Ayuntamiento podría exigir que las nuevas 
parcelas estén previamente pasadas por 
registro puesto que a falta de tener unas 
parcelas de 10.000 metros cuadrados 
registradas, se podría denegar la licencia 
de obras.

En otros términos, aplicando 
estrictamente cada uno de los preceptos 
legales sobre la segregación de terrenos 
rústicos y la construcción de casas 
unifamiliares, la operación es factible y 
legal pero, la pescadilla se podría morder 
la cola a la hora de pasar por el registro.

Esperemos una actitud constructiva 
y positiva por parte de los ayuntamientos 
y registros, para que estas posibilidades 
concretas de valorar terrenos rústicos y de 
favorecer una repoblación razonada del 
medio rural no quede en letra muerta. □
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Reseña Legislativa

◄ DISPOSICIONES  ESTATALES ►

 ♦ REGISTRO MERCANTIL. CUENTAS ANUALES
RESOLUCIÓN de 6 de abril de 2010 (BOE 7/04), de la DGRN por la que se modifican los 
modelos establecidos en la Orden JUS/206/2009, de 28 de enero, por la que se aprueban 
nuevos modelos para la presentación en el Registro Mercantil de las cuentas anuales de 
los sujetos obligados a su publicación y se da publicidad a las traducciones a las lenguas 
cooficiales propias de cada Comunidad Autónoma.

 ♦ MEDIDAS ECONÓMICAS
RD-LEY 6/2010, de 9 de abril (BOE 13/04), de medidas para el impulso de la recuperación 
económica y el empleo.

RESOLUCIÓN de 20 de abril de 2010 (BOE 24/04), del Congreso de los Diputados, por 
la que se ordena la publicación del Acuerdo de convalidación del RD-Ley 5/2010, de 
31 de marzo, por el que se amplía la vigencia de determinadas medidas económicas de 
carácter temporal.

RESOLUCIÓN de 20 de abril de 2010 (BOE 24/04), del Congreso de los Diputados, por 
la que se ordena la publicación del Acuerdo de convalidación del RD-Ley 6/2010, de 9 
de abril, de medidas para el impulso de la recuperación económica y el empleo.

 ♦ BLANQUEO DE CAPITALES
LEY 10/2010, de 28 de abril (BOE 29/04), de prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo.

◄ DISPOSICIONES  AUTONÓMICAS ►

 ♦ COMUNIDAD VALENCIANA – VIVIENDA
ORDEN 6/2010, de 24 de marzo (DOGV 8/04), de la Conselleria de Medio Ambiente, Agua, 
Urbanismo y Vivienda, que modifica, respectivamente, las órdenes de la Conselleria de 
Medio Ambiente, Agua, Urbanismo y Vivienda de 28 de julio de 2009, por la que se regula el 
procedimiento para la tramitación de las medidas de financiación de actuaciones protegidas 
previstas en los planes de vivienda y suelo, y la de 18 de diciembre de 2009, por la que se 
crea y regula el Registro de Demandantes de Vivienda Protegida.

 ♦ CASTILLA Y LEÓN – TERRITORIO
LEY 3/2010, de 26 de marzo (BOE 26/04), de modificación de la Ley 10/1998, de 5 de 
diciembre, de Ordenación del Territorio de la Comunidad de Castilla León. □
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